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Justicia Admini del

Magistrada Titular de

GLORIA CARMONA

FERNÁNDEZ AGUI

y por quien preside p

Misma que fue pla

Tomasaz Merino,

Tribunal de Justicia

c$ü075

Sala de lnstrucción VANESSA

la Licenciada IRMA DENISSE

da en funciones de Magistrada,

ción de la presente:

SA.

d Magistrada Monica Boggio

rimera Sala de lnstrucción del

del Estado de Morelos, para el

P

TRIBUNAL DE JUSNCIA ADMINISTMTWA

DEL ESTADO DE MORELOS

1 /\

Cuernavaca, Morelos a diec de junio del año dos mil

séis.

En la Sesión tnana nu seis del Pleno Especializado en

Materia de Res abilida es Administrativas del Tribunal de

stado de Morelos, celebrada el día

diecisiete de junio d dos mil veintiséis, para el desahogoñ

del punto número seis en del día previamente aprobado, el

Magistrado Titular de a Quinta Sala Especializada en

Responsabilidades Adm vas y Presidente Pro Tempore del

Pleno Especializado Materia de Responsabilidades

Administrativas, JOA QUE GONZALEZ CEREZO, diO

cuenta a este Cuerpo o integrado en este acto por la

t?11..*:f'*^

' .$ü'*^

conocimiento y reso iguiente asunto

RECURSO DE CIÓN CON NÚMERO DE TOCA:
TJNPERA PROMOVIDO POR
TLALPA CAS
DENUNCIAS E

CTORA GENERAL DE
GACIONES ADSCRITA A LA
MBATE A LA CORRUPCIÓN
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SECRETARíA DE LA CONTRALOR|A, EN CONTRA DE LA
RESOLUCIÓN QUE EMITIÓ MAGISTRADO TITULAR DE LA
CUARTA SALA ESPECIALIZADA EN RESPONSABILIDADES
ADMINISTRATIVAS DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MORELOS EN EL
EXPEDIENTE DE ORIGEN TJN4ASERNPPRA.FG/018/2022,
S/ENDO LOS PRESUNTOS RESPONSABLES LOS CIUDADANOS
JORGE MICHEL LUNA. ARMANDO GUILLERMO SANDERS DE
MENDIZA. JzRGE sANcurz nOoníOuEZ. CARLOS ALBERTO
aenMúoEZ puRECo. GERARDI LUrs sotANo MoNDRAoó¡u v
SALVADz n Iw É¡u o ez M ED I N A.

MOTIVOS Y FUNDAMENTOS DE LA EXCUSA.

Los motivos y fundamentos de la excusa presentada por la

Magistrada Monica Boggio Tomasaz Merino, obedecen a que,

es de su conocimiento que, el entonces Procurador Fiscal del

Estado de Morelos, presentó diversas denuncias administrativas

en contra de varios ex funcionarios adscritos a la Secretaría de

Hacienda del Estado de Morelos, entre los que se encontraba el

ciudadano ARMANDO GUILLERMO SANDERS DE MENDOZA,

quien ocupo el cargo de Tesorero General adscrito a la Secretaría

de Hacienda del Estado de Morelos, derivado de la instrucción al

entonces Procurador Fiscal del Estado de Morelos, quien se

encontraba subordinado a ella en su carácter de Titular de la

Secretaria de Hacienda del Gobierno del Estado de Morelos.

Diserta que de acuerdo a lo establecido en los artículos 41,

' Artículo "4. Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Secretaría contará con
las Unidades Administrativas siguientes:

nh\1
l*rii"@ I
,*fr*o"t"*fl
*rr.afrTAPll
" ri.';ÉRlli

-.--, i:i.lf'.i.iLr
ttt 

ut F'f 't'i',

Ai;;t''

V. La Procuraduría Fiscal;
.¿

,s¡

{,

.q.



A1 T]A ^-1^ñ^u.rJ U , tj

TRIBUNAL DE JU'NCIA ADMINISTMTIVA

DEL ESTADO DE MORELOS

fracción V , 52, fracción lV , 123 fracciones Vl LIX y 174 fracción

I y XXXI; del Reglamento interior de la S aría de Hacienda,

corno*Titufar de Lg Secretaría de H
i-

Estado de Morelos,'q ella le corres
'11

intereses de la
excusando de int

asunto, a fin de

resolución en

TOCA/P ERATJAEM/O 1 212025,

TJA/4AS E RA/P P RA-FG/O 1 8 I2O

ac da del Gobierno del

da

ía la defensa de los

y por ello, se está

iento y resolución de dicho

ialidad en el dictado de la

el Recurso üe pelación con número de

UC deriva del expediente

] t\
Atento a lo anterior, este

siguiente:

2 Artículo 5. Se adscriben directamen

la UEFA, y jerárquicamente al Secreta

lV. La Procuraduría Fiscal;

no
'{

rga Colegiado determinó lo

I.
1

NO$INISÍRAINA
MORELOs

lt*miÉ^
3 Artículo *12. El Secretario,
aplicable, cuenta con las que

necesidades del servicio, de

correspondientes, cuando así

a contin
ma

"x*'. 'n¡orrar, 
dar respuesta o, 

"n 
.,ji"".o, remi documentación en represe ión de la

secretaría o de alguna de las unid s que la conforman, a las sean

de competencia federal o local, así co a los os o autoridades ministe

integran, cuando asÍ se lo instruya el sé,cretario
r

normativa aplicable lo

ue las



"El Pleno Especializado acordó por unanimidad de tres votos,

aprobar y calificar de procedente y legal Ia excusa planteada por

ta Magistrada Monica Boggio Tomasaz Merino, Titular de ta

Primera Sa/a de lnstrucción delTribunal de Justicia Administrativa

del Estado de Morelos, por los motivos expuestos; para conocer

y parficipar en la resolución del:

RECURSO DE APELACIÓN CON NÚMERO DE TOCA:
TJNPERA,TJAEM-012/2025, PROMOVIDO POR GABRIELA
TLALPA CASIRO, DIRECTORA GENERAL DE QUEJAS,
DENUNCIAS E INVESTIGAC/ONES ADSCR/TO A LA UNIDAD DE
FISCALIZACIÓN Y COMBATE A LA CORRUPCIÓN DE LA
SECRETAR|A DE LA CONTRALORíA, EN CONTRA DE LA
RESOLUCIÓN QUE EMITIÓ MAGISTRADO TITULAR DE LA
CUARTA SALA ESPECIALIZADA EN RESPONSABILIDADES
ADMINISTRATIVAS DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MORELOS EN EL
EXPEDIENTE DE OR/GEN TJN4ASERNPPRA.FG/018/2022,
S/ENDO LOS PRESUNTOS RESPONSABLES LOS CIUDADANOS
JORGE MICHEL LUNA. ARMANDO GUILLERMO SANDERS DE
MENDOZA. JORGE SÁNCHEZ RODR|GUEZ. CARLOS ALBERTO
BERMÚDEZ PURECO. GERARDO LUIS SOLANO MONDRAGÓN Y
SALVADOR ME NDEZ MEDI NA,

Lo anterior debido a que, teniendo a la vista el expediente de

origen antes referido, se advierfe que la Magistrada Monica

Boggio Tomasaz Merino, en la época en la gue se dio inicio al

procedimiento que motivo al mismo, fungía como Titular de la

Secretaria de Hacienda y que, en tal carácter, tenía a su cargo la

defensa de /os infereses de la lnstitución que se consideró

afectada en su patrimonio; por lo tanto, esfe órgano colegiado

considera que, ese hecho, le impide conocer del asunto en

mención, ante el riesgo de la pérdida de objetividad y por ende,

de imparcialidad en el asunto antes referido.
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El fundamento constitucional que prevé la im de justicia

de manera imparcial, es el artículo 17, párra segundo, de la

icanos que a la

letra dice

"Artículo 17. ...
le administre
expeditos para
fijen |as leyes,

se califica de procedente y

Magistrada Monica Boggio

de los Esfados Unidos

en
sus

lerecho a que se
que estarán

y términos que
de manera

dece a la necesidad de

t
Ju por

r] f,rs'dJ"\

pronta, completa e Su seruicio será
gratuito, quedando, en
costas judiciales."

, prohibidas /as

Por tanto, todo proceso gue se a la consideración de un

Tribunal, debe basarse en el de imparcialidad de las

resoluciones, con lo cual se tiza una sana y correcta

lo dispuesto por el artículoimpañición de justicia, en térm

constitucional citado, puesto condición esencial de la

eficacia de la justicia, reside

de /os órganos de justicia, de

de las resoluciones que dicte

endencia e im parcialidad

nfes y, en consecuencia,

Se precisa que, la misma a del Tribunal de Justicia

Administrativa de Estado de en su artículo 55,

/as causas de impedimento n en un seruidor público

del Tribunal, que lo hacen in

exenta de parcialidad, la

poder impartir una justicia

garantizar la independencia ad e imparcialidad de los

juzgadores y una sentencia

Es así que, a conside esfe Órgano Jurisdiccional,

excusa presenta por la
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establecido en el arfículo 55 fracción lV de la Ley Orgánica del

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos5, pues,

se esfim a que exlsfe una circunstancia que pudiera trascender a

la objetividad e imparcialidad, en el conocimiento del asunto a

resolver.

Por lo tanto, es procedente y se califica de legal la excusa

planteada por la Magistrada Monica Boggio Tomasaz Merino."

NOTtFtCACtON.

Se instruye al Actuario adscrito a la Secretaría General de

Acuerdos del Pleno Especializado en materia de

Responsabilidades Administrativas, notificar este acuerdo a las

partes del expediente de referencia, en el domicilio que como

suyo obre en autos. Lo anterior, con fundamento en lo dispuesto

por el artículo 58 de la Ley General de Respons abilidades

Administrativas', 4 fraccion ll, 1 9, 25 fracción Xl, 55 fracción lV y

56 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos; y 26, del Reglamento lnterior del Tribunal de

Justicia Administrativa del Estado de Morelos.

Notifíquese Personalmente y Cúmplase. Así lo acordaron el

Magistrado Presidente Pro Tempore del Pleno Especializado

JOAQUíN ROQUE GONZ AIEZ CEREZO, TitUIAr dE IA QUiNtA

Sala Especializada en Responsabilidades Administrativas;

LICENCIADA IRMA DENISSE FERNÁNDEZ AGUILAR,

Secretaria de Estudio y Cuenta habilitada en suplencia de la

s Artículo 55. Los Magistrados, bajo su responsabilidad, deberán excusarse de intervenir en
los siguientes casos:

IV. Haber.presentado denuncia el servidor público, su cónyuge o sus pariertes, en los
grados {ue expresa la fracción l, en contra de alguno de los interesados
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Magistrada Titular de la Primera Sala de lnstru 6; Magistrada

VANESSA GLORIA CARMONA VIVEROS, lar de la Tercera

Sala de lnstrucción; ante YANETH ILIO GONZALEZ,

Secreta Gene e Acuerdos del P o Especializado en

Materia de Responsa

da fe.

dades Adminis tivas, quien autoriza y

PLENO ESPEC EN MATERIA
DE RESPONSABILID E ADMINISTRATIVAS

IA ADMIN¡STRATIVA
MORELOS

DEL TRIBUNAL DE JU
DEL ESTADO

MAGISTRADO PRESI PRO TEMPORE

EZ.CEREZO
QUI SPECIALIZADA EN

SPONSABILIDA MINISTRATIVAS

IRMA D DEZ AGUILAR
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VANESSA GLOR
TITULAR DE LA TERC

6 Habilitada en la sesión número 5 del Ple
Administrativas de fecha veinte de mayo

ENTA HABILITADA EN
ITULAR DE LA PRIMERA
CCIÓN

ONA VIVEROS
DE INSTRUCCION

izado en Materia de Responsabilidades
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SECRET E

ONZALEZ
UERDOS DEL PLENO

ESPECI RIA DE RESPONSABILIDADES
ADMINISTRATIVAS

YANETH BASILIO GONZALEZ, Secretaria General de Acuerdos del Pleno
Especializado en materia de Responsabilidades Admi tivas delTribunal
de Justicia Administrativa del 'Estado de M nstar que la
presente hoja de firmas corresponden al acue iete de junio

presentó la
Primera Sala

de lnstrucción de este Tribunal, pa r el Recurso de
Apelación TOCA: TJA/PERATJA
TJA/4AS ERA/PPRA-FG/O 1 81 2022.

del expediente

*'

del año dos mil veintiséis, dictada en
Magistrada Monica Boggio Tomasaz ffill
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TOCA/P TJAEM/012t2025

DE APELACION

TRIBUNAL DE JUfiCIA ADMINI$MNVA
DEL EÍADO DE MORELOS
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RECURSO

EXPEDIEN

TOCA/PE

EXPEDIE

TJA/4AS

ECU

U D

A

P

co TE A LA CORRUPC¡ÓN DE LA

SE ETARíA DE LA CONTRALORÍA,

M/012t2025

DE ORIGEN:

PRA-FG t018t2022.

ENTE: DIRECTOR GENERAL

UEJAS, DENUNCIAS E

GACIONES ADSCRITO A LA

DE FISCALIZACIÓN Y

IDAD INVESTIGADORA EN EL

DIMIENTO DE

NSABI LI DAD ADM I N ISTRATIVA

DAD RESOLUTORA:

TITULAR DE LA

SALA ESPECIALIZADA EN

SABILIDADES

RATIVAS DEL TRIBUNAL DE

ADMINISTRATIVA DEL

DE MORELOS

RADO PONENTE: JOAQUÍN

GONZÁLEZ CEREZO.
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SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

VICENTE RAÚL PARRA CASTILLO.

COLABORÓ: PEDRO LUIS ANGEL

AMBROCIO.

1. RESUMEN DE LA RESOLUCIÓN

Cuernavaca, Morelos, a diecisiete de junio de dos mil veintiséis

Resolución del RECURSO DE APELACION interpuesto por

Gabriela Tlalpa Castro, Directora General de Quejas,

Denuncias e lnvestigaciones adscrito a la Unidad de

Fiscalización y Combate a la Corrupción de la Secretaría de la

Contraloría, en contra de la resolución definitiva de fecha

dieciocho de junio de dos mil veinticinco, emitida dentro

del procedimiento seguido bajo el expediente número

TJA/4aSERA/PPRA-FG/01812022, por el Magistrado Titular

de la Cuarta Sala Especializada de Responsabilidades

Administrativas del Tribunal de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos; declarándose infundados e inoperantes

los agravios expresados; por ende, se confirma la sentencia

impugnada mediante la cual se determinó en su resolutivo

tercero: "...TERCERO. Se absuelve a los ciudadanos JORGE

MICHEL LTJNA, JORGE SÁNCHEZ RODR|GIJEZ, GERARDO

LUlS SOLANO MONDRAGÓN, CARLOS ALBERTO

BERMÚDEZ PURECO, SALVADOR UÉNOZZ MEDINA Y

ARMANDO GUILLERMO SANDERS DE MENDOZA, de la

comisión de las faltas administrativas denominadas DESVíO

DE RECURSOS y ABUSO DE FUNCIONES, previstas en /os
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TRIBUNAL DE ]USI'ICIA ADMINISIRATTVA

DEL ESTADO DE MORELOS
TO PERATJAEM/OI 212025

Administra respectivamen ", con base en lo siguiente:

2.G SARIO

Sentencia impugn a solución definitiva de fecha

ciocho de junio de dos mil

inticinco

LGRA Ley General de Responsabilidades

Administrativas.

LRESADMVASEMO Ley de Respons abilidades

dministrativas para el Estado de

orelos

LORGTJAEMO y Orgánica del Tribunal de

sticia Administrativa del Estado

Morelos.

LJUSTICIAADMVAE y de Justicia Administrativa del

de Morelos.

RINTJA glamento lnterior del Tribunal de

icia Administrativa del Estado

Morelos

,..ar{íóu y 57 de la Ley Ge ral de Responsabilidades
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L
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Recurrente

Autoridad resolutora

Autoridad

Substanciadora

Autoridad

lnvestigadora

Directora General de Quejas,

Denuncias e lnvestigaciones

adscrito a la Unidad de

Fiscalización y Combate a la

Corrupción de la Secrelaría de la

Contraloría.

Magistrado Titular de la Cuarta Sala

Especializada en

Responsabilidades Ad ministrativas

del Tribunal de Justicia

Administrativa del Estado de

Morelos.

Director General de

Responsabilidades de la Secretaría

de la Contraloría del Poder

Ejecutivo del Gobierno del Estado

de Morelos.

Director General de Quejas,

Denuncias e lnvestigaciones de la

Secretaría de la Contraloría del

Poder Ejecutivo del Gobierno del

Estado de Morelos.

lnforme de

Responsabilidad
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TIA
TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISIMTTVA

DEL ESTADO DE MORELOS

¡'l\,Íttl {\4'UULUU¡

TOCA/PE EM/012t2025

Tribunal Tribunal

del Estad

usticia Administrativa

Morelos.

3.A CEDEN DEL CASO

='

L
a.

N

=

9o

EI

procedimiento seguid

I veinticinco, emitida dentro del

bajo el expediente

TJA/4ASERA/PPRA-FG/O

2. El diecinueve embre de dos milveinticinco,

se emitió acuerdo med I cual se admitió a trámite el

A recurso de apelación, o dar vista a las partes por

el término de tres días ra que manifestaran lo que a

l. Con fecha veinte ag

recurrente presentó rso

resolutora, en contra

dieciocho de junio de

sus intereses convinie

3. Por acuerdo

mil veinticinco, se

desahogaron la vista

su derecho para ese

manifestación alguna

4. En virtud

remitieron los autos

Responsabilidades

Administrativa, a

de dos mil veinticinco, la

apelación ante la Autoridad

resolución definitiva de fecha

intisiete de octubre de dos

star, que las partes no

or lo que se declaró precluido

virtud de no haber realizado

procesal de los autos, se

nta Sala Especializada en

del Tribunal de Justicia

se formule y presente el

r!9iutt.¡rsrn¡¡vl
'$ncuos
$tqennt- oe'

rrt FLÉllO'?il üe"r'Rtl
tli.itl,l..DES

;.r"i iiÁ5

nada

respe

estad

laO

deq

5

e

inist

p

fec

hizo

proyecto de resolución diente con los elementos que



obran en autos; en tal sentido, la presente resolución se emite

al tenor de los siguientes capítulos:

4. COMPETENCIA

Este Pleno Especializado en Responsabilidades

Administrativas del Tribunal de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos, es competente para conocer y resolver el

presente RECURSO DE APELACIÓN, de conformidad con lo

dispuesto por los artículos 109 fracción lll, párrafo segundo, y

116 fracción V de la CoNSTITUCIÓN POLíTICA DE LOS

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 109-bis de la

CONSTITUCIÓN POLíTICA DEL ESTADO LIBRE Y
SOBERANO DE MORELOS; 3 fracción XXVll, 215, 216

fracción 1l',218 de la LGRA;82 de la LRESADMVASEMO; 1,

25 fracción lX inciso a) de la LORGTJAEMO y 31 fracción Vl

del RINTJA.

5. PROCEDENCIA

El RECURSO DE APELACION tiene su fundamento en lo
dispuesto por los artículos 215,216,217 y 218 de la LGRA

que textualmente disponen :

Artículo 215. Las resoluciones emitidas por los Tribunales, podrán ser
impugnadas por los responsables o por los terceros, mediante el
recurso de apelación, ante la instancia y conforme a los medios que
determinen las leyes orgánicas de los Tribunales.

El recurso de apelación se promoverá mediante escrito ante elTribunal
que emitió la resolución, dentro de los quince días hábiles siguientes a
aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se
recurre.
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TRIBUNAL DE ]USTIC]A ADMINIÍ|RATIVA

DEt ESIADO DE MORELOS
TOCA/PERATJA M/012t2025

En el escrito deberán formularse los agravios que ren las partes
se les hayan causado, exhibiéndose una cop del mismo para el
expediente y una para cada una de las partes

Artículo 216. Procederá el recurso
resoluciones siguientes:

d apelación contra las

I. La que determine imponer sancio por la comisión de Faltas
administrativas graves o faltas d rticulares, y

existe responsabilidadll La que determine que
administrativa por parte de
sean Servidores Públicos o

presuntos infractores, ya
rticulares

A 217.Lai ncia que co de la apelación deberá resolver
ite el recurso, o lo desecha porel plazo de tres hábiles si

encontrar motivo ma e indu ble de improcedencia.

Si hubiera irregularid en escrito del recurso por no haber
satisfecho los requisitos
señalará al promovente

en el artículo 215 de esta Ley, se
lazo que no excederá de tres días
omisiones o corrija los defectos
a.

El Tribunal, dará vista a las para que en el término de tres días
hábiles, manifiesten lo q su derecho convenga; vencido este
término se procederá a reso r con los elementos que obren en autos

Artículo 218. El Tribunal p rá al estudio de los conceptos de
apelación, atendiendo a s
privilegiará el estudio de
encima de los de procedim

lación lógica. En todos los casos, se
conceptos de apelación de fondo por

dé la certeza de la ino
ambos; o que en el
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hábiles, parc que subs
precisados en la providen

lnvestigadora, las violacio
certeza la responsa bilidad

En los asuntos en los
cuales pudiera deriva
responsabilidad admi
determinación de culpabil
preferencia al estudio de

Conforme a tales

impugnar las resolucion

srempre que sea por

conceptos de apelaci

impugnada, debiéndol

y forma, a menos que invertir el orden
servidor público o del particular, o de
que el recurrente sea la Autoridad
forma hayan impedido conocer con
involucrados.

prendan violaciones de fondo de las
breseimiento del procedimiento de
la inocencia del recurrente, o la

specto de alguna conducta, se le dará
s aún de oficio.

iciones, las partes podrán

das por las resolutoras,

expresando los agrav¡os o

ime le cause la sentencia

r ante la autoridad que emitió

revisto por la ley.

on

o

la resolución y dentro del p



Así, la recurrente interpuso oportunamente recurso de

apelación en contra de la resolución dictada con fecha

dieciocho de junio de dos mil veinticinco dentro del

procedimiento de responsabilidad administrativa identificado

con el número de expediente TJA/4aSERA/PPRA-

FG/01 812022, en la cual se determinó absolver a los C.C.

Jorge Miche Luna, Jorge Sánchez Rodríguez, Gerardo Luis

Solano Mondragón, Carlos Alberto Bermúdez Pureco,

Salvador Méndez Medina y Armando Guillermo Sande^rs de

Mendoza, al no tenerse por acreditados los elementos

configurativos de las infracciones administrativa de Desvío de

Recursos y Abuso de funciones, previstas en los artículos

54 y 57 de la LGRA.

6. ANALISIS DEL ASUNTO

6.1 Planteamiento del caso

En atención a lo anterior, la presente resolución tiene por

objeto determinar, si el medio de impugnación interpuesto en

contra de la sentencia de fecha dieciocho de junio de dos

mil veinticinco, es fundado o no, considerando y analizando

para ello los agravios expresados por el recurrente a la luz de

las disposiciones legales aplicables al caso concreto, con el fin

de determinar si se confirma, modifica o se revocala sentencia

impugnada según corresponda conforme a derecho; lo que se

realiza en el apartado siguiente.
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6.2 Del acto impugnado

La sentenc¡a impugnada en la resolutiva que

esencialmente interesa concluyó lo sigui te

"...SEGUNDO. La autoridad investiga
configurativos de /as infracciones
DES

54 de la Ley
ctivamente;tivas,

JORGE MICHEL
GERARDO LUIS

UNA,

no acreditó los elementos
tivas denominadas

y ABUSO FUNCIONES, previstas en los
de Responsab ilidades

se imputó a /os ciudadanos
SÁNCHEz RODRíGTJEz,

GON, CARTOS ALBERTO

q

L
a.

N

¿

S

NO
BERMÚDEZ MÉNDEZ MEDINA y ARMANDO
GUILLERMO SANDE DE en consecuenda,

TERCERO. Se absue/ve JORGE MICHEL LUNA,
JORGE SANCHEZ
MONDRAGÓN, CA

GERARDO LUIS SOLANO
LBERTO BERMÚDEZ PIJRECO,

SALVADOR MENDEZ y ARMANDO GUILLERMO
SAIVDERS DE MENDOZA,
denominadas DESVíO DE

la comisión de las faltas administrativas
y ABUSO DE FUNCIOI.S,

previstas en /os art 54 y 57 de la Ley General de
tiv a s re s pe ct iv a m e nte. "Responsabilidades A

6.3 Expresión de los ag

Los agravios expresad I recurrente se encuentran

visibles en el cuadernillo rso de apelación en el que

ahora se resuelve, de la 3 a la 000015, los cuales

no se transcriben literal esto que el deber formal y

material de exponer lo

esta resolución, asi

tos legales que sustenten

efectivamente pla

examinar las cuestiones

depende de su inserción

s. Refuerza lo anterior, lamaterial, sino del prop

siguiente tesis de jurisp
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mo
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CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO
A TRANSCRIBIRLOS,

El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los
conceptos de violación expresados en la demanda, no implica
que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual
sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca
la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que
dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado
que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y
alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la
ilegalidad de la misma.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO

Amparo en revisión 374lBB. Antonio García Ramírez. 22 de
noviembre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván
Rojas. Secretario: Vicente Martínez Sánchez.

Amparo en revisión 213189. Jesús Correa Nava. 9 de agosto de
1989. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen.
Secretario: Nelson Loranca Ventura.

Amparo en revisión 322192. Genoveva Flores Guillén. 19 de
agosto de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Gustarro Calvillo
Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez.

Amparo en revisión 673197. José Luis Pérez Garay y otra. 6 de
noviembre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos
Loranca Muñoz. Secretario: Gonzalo Carrera Molina.

Amparo en revisión 767197 . Damián Martínez López. 22 de enero
de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: José Mario Machorro
Castillo, secretario de tribunal autorizado por el Pleno del
Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones
de Magistrado. Secretario: José Zapata Huesca.

JURISPRUDENCIA de la Novena Época. lnstancia: SEGUNDO
TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Fuente:
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomc: Vll, abril
de 1998. Tesis: Vl.2o. J1129. Página: 599

En ese tenor, el recurrente expresa esenc¡almente

como conceptos de agravio lo siguiente:
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1.- En un primer momento, señala de m ra general, que con

a dieciocho de junio

Especializada en Responsabilidad

por la Cuarta Sala

Administrativas, en el

inó absolver a los C.C.punto resolutivo TERCERO se

Jorge na, Jorge Sánc Rodríguez, Gerardo Luis

rto Bermúdez Pureco,Solano Mondra , Carlos

Salvador Méndez nayAr ndo Guillermo Sanders de

Mendoza, por la co ónd
cs
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motivo de la sentencia definitiva de

de dos mil veinticinco emitid

denominadas desvío de

relacionado con el C. Jo Mi

las faltas administrativas

y abuso de funciones.

Y en seguida, expres

que dice le causa la resolu

de dos mil veinticinco, por

que fueron absueltas.

a manera particular los agravios

cto e fecha dieciocho de junio

a cada una de las personas

Así, por cuanto al C. J ge el Luna, en relación con

la sentencia impugnada, refi

Que por cuanto hace las sideraciones vertidas en

la resolución, señaladas ífi nte en el punto Vl.l

Luna, la autoridad

resolutora refirió que la a idad I gadora no acreditó

el tercer elemento consi en Que la conducta se

realice srn fundamento juridico o n contraposición a /as
l:

normasaplicables...". i
;.

t
Al respecto señala que, co rio a lo que determinó la

aautoridad resolutora, sí se qncu
.l:

i
;1. L

ii
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,,.

ra acreditado y soportado



en la calificación y en el IPF¿A, que se materializó la conducta

de DESVÍO Of RECURSOS, al asignarse recursos públicos

financieros en contraposición a las disposiciones legales

aplicables, como lo son, los artículos 134 de la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en concordancia

con los artículos 8, segundo párrafo y 33 de la Ley Sobre

Adquisiciones, Enajenaciones, Arrendamientos y Prestación

de Servicios del Poder Ejecutivo del Estado Libre y Soberano

de Morelos, que establecen entre otras disposiciones, que las

adquisiciones y servicios que realicen, se adjudicarán o se

llevarán a cabo a través de los siguientes procedimientos

administrativos: Licitación Pública; lnvitación a cuando menos

tres personas; o Adjudicación directa.

Así mismo expresa, que la autoridad resolutora

estableció, que la solicitud de recursos realizada por Jorge

Miche Luna carece de documental soporte que establezca el

tipo de adjudicación que se empleó sin que hubiere sido

precedida de procedimiento de licitación alguno y que esto no

es suficiente para configurar la falta administrativa, aunado a

que no se acreditó que los r".rrro, públicos tuvieran un

destino privado, al patrimonio de un tercero o al patrimonio del

servidor público, lo que dice el recurrente es una

contradicción, puesto que se acepta que las facturas fueron

emitidas a la empresa "OPERADORA COMERCIAL MOBOSA

S.A. DE C.V.", no obstante de que esos pagos fueron

realizados sin el proceso de licitación correspondiente. Por lo

que dice, se colma el tercer elemento, toda vez que, los

recursos financieros salieron del erario público y fueron

destinados a la moral mencionada, sin que se tuviera un
1.2

1r

I{
¡
t
t
n

?

'. :,.. . t .. :- JUS

' .. tAJ

\:' .ni¡
r :liri, I

' :l \- r..

i-' ; r.:i
i )- '.'L.¡¡'

. lP,iii
,... .ri\ii



TIA ^¡.'1^ñrU -i -'-r'Ll I

TRIBUNAL DE ]USTIC]A ADMINISTMTIVA

DEL ESTADO DE MORFTOS
TOC ERATJAEM/o1 212025

"destino legalmente establecido"

Agrega el recurrente, qu

estableció, que en la falta de

acreditarse que los recursos p licos hubieran ingresado al

pat onto or público, cual señala, no se encuentra

establecido en el art o54 a LGRA.

Señala que dentro e cuerdo de calificación y en el

IPRA, no se imputó como h

de desvío de recursos "...

esis normativa, que la conducta

consistir en el pago de una

remuneracron, para st o pa , en contravención con los

tabuladores que al efecto n aplicables, así como el

otorgamiento o autoriz sí o para otros, de pagos de

jubilaciones, pensiones o ab

L
a"

N

¿
's
Po

$a seruicios presfados, a

previstos en ley, decreto slati

ley o condiciones ge de

la autoridad resolutora

ío de recursos debe

de retiro, liquidaciones por

o créditos que no estén

, contrato colectivo, contrato

bajo ..." .
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, iiAf ivAS Expresa que,

investigadora, descon

resolutora llegó a la

entregaron los servicio

correspondientes, toda

carácter de autoridad

o es que la autoridad

n para determinar que se

pagaron con las facturas

SU

có

com promisos cumpl idos,

que lo corroborara. Y ag

e, no se acreditaron los

o existió documental soporte

en la que la au ad lutora fundamentó su

de los servicios, se hacerazonamiento respecto d a

cul

que

que

a, e en el contenido de la tesis

referencia a algunos a del Código Fiscal de la



Federación que han sido reformados; además, de que dicha

tesis fue objeto de la denuncia de contradicción de tesis

37812010, de la que derivó la jurisprudencia de rubro:

"tO61yRAS. VALOR PROBATORIO ENTRE QUIEN

LAS EXPIDIÓ Y QUIEN ADQUIRIÓ LOS BIENES O

SERVICIOS''.

Y concluye que, al haberse realizado los pagos a la
persona moral, sin que existiera constancia o documentación

alguna que sustentara los procedimientos administrativos de

adjudicación contemplados en la ley, o que hubiera alguna

causal de excepción previsto en la propia legislación, a su

consideración, se actualizala hipótesis normativa de desvío de

recursos

Por cuanto hace a las consideraciones contenidas en la

resolución, señaladas en el numeral Vl.ll, respecto de la

conducta de ABUSO DE FUNCIONES atribuido a Jorge Michel

Luna, el recurrente manifestó lo siguiente:

Señala que contrario a lo que determinó la autoridad

resolutora, sí se encuentra acreditado en la calificación y en

el IPRA, que se materializó la conducta de ABUSO DE

FUNCIONES, ya que valiéndose de las atribuciones que tenía

conferidas como Secretario . de Hacienda, realizó actos

arbitrarios de manera continua durante el periodo comprendido

del cinco de diciembre de dos mil diecisiete al doce de julio

de dos mil dieciocho en perjuicio del servicio público, al firmar

doscientas dieciséis solicitudes de liberación de recursos de
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manera arbitraria para la asignació de recursos públicos

financieros a efecto de llevar a ca el pago por la cantidad

total de $77,043,652.61 (SETE A Y SIETE MILLONES

c TRES MIL SEISC NTOS CINCUENTA Y DOS

PESOS 61/100 ) a favor la empresa "OPERADORA

COMERCIAL MO S.A c.v."

De lgual mane

agravio hecho valer

Por cuanto a

resolución señaladas

Jorge Sánchez Rodríg

lo sostuvo la recurrente en el

al DESVIO DE RECURSOS,

sideraciones veftidas en la

Vll. I relacionado con el C

co

e

relatado en líneas anteri , menciona que desconoce cómo

tora llegó a la aseveración paraes que la autoridad res

determinar que se e n los servicios pagados con las

factu ras correspond ien avez que, no se acreditaron los

compromisos cumplidos no existió documental soporte

que lo corroborara. Y a que en el contenido de la tesis

resolutora fundamentó suen la que la au

razonamiento respecto a de los servicios, se hace

referencia de algun

Federación que han

tesis fue objeto de

os del Código Fiscal de la

ados; además de que dicha

37812010, de la q

..FACTURAS. VALO

a de contradicción de tesis

la jurisprudencia de rubro:

RIO ENTRE QUIEN LAS

EXPIDIÓ Y QUIEN OS BIENES O SERVIC¡OS".

Por cuanto al ánchez Rodríguez

denu

deriv

PRO

UIRI

. Jorg

AS

a

el

o

el p

da

ela

artí

urrente señala lo siguiente



Que contrario a lo determinado por la autoridad

resolutora, se encuentra acreditado que en la calificación de

la falta y en el IPRA se materializó la conducta de desvío de

recursos públicos financieros en contraposición a las

disposiciones legales aplicables, como lo son, los artículos 134

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,

en concordancia con los artículos 8, segundo párrafo y 33 de

la Ley Sobre Adquisiciones, Enajenaciones, Arrendamientos y

Prestación de Servicios del Poder Ejecutivo del Estado Libre y

Soberano de Morelos, que establecen entre otras

disposiciones, que las adquisiciones y servicios que realicen,

se adjudicarán o se llevarán a cabo a través de los siguientes

procedimientos administrativos: Licitación Pública; lnvitación a

cuando menos tres personas; o Adjudicación directa.

Agrega el recurrente, que la autoridad resolutora

estableció, que en la falta de desvío de recursos debe

acreditarse que los recursos públicos hubieran ingresado al

patrimonio del servidor público, lo cual señala, no se encuentra

establecido en el artículo 54 de la LGRA.

Señala que dentro del acuerdo de calificación y en el

IPFLA, no se imputó como hipótesis normativa, que la conducta

de desvío de re.cursos "... debe consistir en el pago de una

remuneración, para sí o para otros, en contravención con los

tabuladores que al efecto resulten aplicables, así como el

otorgamiento o autorización, para sí o para otros, de pagos de

jubilaciones, pensiones o haberes de retiro, liquidaciones por

servicios prestados, préstamos o créditos que no estén

previstos en ley, decreto legislativo, contrato colectivo, contrato
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ley o condiciones generales de tra

Expresa que, en

desconoce

SU carácter de autoridad

o es que la autoridad

reso lutora llegó ASCVE ón para determinar que se

entregaron los servici qu pagaron con las facturas

correspondientes, toda que, no se acreditaron los

compromisos cumplidos ya no existió documental soporte

ue en el contenido de la tesisque lo corroborara. Y ag

en la que la autori
¡\
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razonamiento respecto d en

olutora fundamentó su

a de los servicios, se hace

referencia a algunos

Federación que han sid

ículos del Código Fiscal de la

reform os; además de que, dicha

tesis fue objeto de la enuncta e contradicción de tesis
.A

/"\
37812010, de la q derivó la urisprudencia de rubro:

IO ENTRE QUIEN LAS

BIENES O SERVICIOS''.

.'FACTURAS. VALOR ROBATO

d

noffi,.t*r,vo
raO,qfrOS

c\:WAL DE

EL= PLE['10

EN MATIRIA
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EXPIDIÓ Y QUIEN A UIRIÓ LO

Y concluye q

persona moral, sin q

alguna que sustenta

realizado los pagos a la
stancia o documentación

ientos administrativos de

, o que hubiera alguna

propia legislación, a su

al habe

existiera

los proced

adjudicación contem os en la

causal de excepción revisto en

consideración, se

recursos.

Por cuanto a las co

resolución, señaladas

conducta de ABUSO

nlosn

lizalahi sis normativa de desvío de

deraciones contenidas en la

erales Vll. ll, respecto de la

FUN IONES atribuido al C. Jorge



Sánchez Rodríguez, el recurrente manifestó lo siguiente

Señala que contrario a lo que determinó la autoridad

resolutora, sí se encuentra acreditado en la calificación y en

el ¡PFIA, que se materializó la conducta de ABUSO DE

FUNCIONES, ya que valiéndose de las atribuciones que tenía

conferidas como Sub Secretario de Presupuesto de la

Secretaría de Hacienda, reahzó actos arbitrarios de manera

continua durante el periodo comprendido del cinco de

diciembre de dos mil diecisiete al doce de julio de dos mil

dieciocho, en perjuicio del servicio público, al dar visto bueno

a doscientas dieciséis solicitudes de liberación de recursos de

manera arbitraria para la asignación de recursos públicos

financieros a efecto de llevar a cabo el pago por la cantidad

total de $77,043,652.61 (SETENTA Y SIETE MILLONES

CUARENTA Y TRES MIL SEISCIENTOS CINCUENTA Y DOS

PESOS 61/100 M.N.) a favor de la empresa "OPERADORA

COMERCIAL MOBOSA S.A. DE C.V."

De lgual manera, como los sostuvo la recurrente en el

agravio hecho valer respecto al DESV¡O DE RECURSOS,

relatado en líneas anteriores, menciona que desconoce cómo

es que la autoridad resolutora llegó a la aseveración para

determinar que se entregaron los servicios pagados con las

facturas correspondientes, toda vez que, no se acreditaron los

compromisos cumplidos, ya que no existió documental soporte

que lo corroborara. Y agrega, que en el contenido de la tesis

en la que la autoridad resolutora fundamentó su

razonamiento respecto de la entrega de los servicios, se hace

referencia de algunos artículos del Código Fiscal de la

18
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Federación que han sido reformados; ad ás de que dicha

dicción de tesistesis fue objeto de la denuncia de co

37 ,de e derivó la juris dencia de rubro
,.FACTURAS. VALOR OBATORIO NTRE QUIEN LAS

EXPIDIÓ Y QUIEN ADQU IÓ LOS B NES O SERVICIOS"

También expresa, qu SI autoridad resolutora

bido a una adjudicaciónadmite que los pagos se efectu n

directa no obstante de que existe ontos mínimos y máximos

para realizar cada uno de los imientos de adquisición,

dicha autoridad está validando na conducta irregular al

TR1BUNAL DE ]USTICIA ADMIN1ÍMNVA
DEL ESIADO DE MORELOS
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obstante lo anterior, el servido involucrado otorgó el

visto bueno de solicitudes de li de recursos de manera

arbitraria para la asignación d s públicos financieros

Por cuanto al G. Gera Solano Mondragón

admitir una adjudicación directa

que regule el procedimiento de

que no obra un contrato

isición; y refiere que no

ones vertidas en la

I relacionado con el C.

recurrente señala lo

eneral de Presupuesto

Hacienda, del trece de

ocho, tramitó veintiséis

rsos públicos financieros
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Por cuanto a las

resolución señaladas en el

Gerardo Luis Solano Mon

siguiente:

p

d

Que en su carácter de

y Gasto Público de la S

marzo al trece de abril de do

solicitudes para la asignación

a efecto de llevar a cabo

oLu

o Vll

u

n

r

¡d
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d

úb

raci

por la cantidad de



$9,066,608.63 (NUEVE MTLLONES SESENTA Y SE|S MIL

SEISCIENTOS OCHO PESOS 63/100 M.N.) a favor de la

empresa "OPERADORA COMERCIAL MOBOSA S.A. DE

c.v."

Que contrario a lo determinado por la autoridad

resolutora, se encuentra acreditado que en la calificación de la

falta y en el IPRA se materializó la conducta de desvío de

recursos públicos financieros en contraposición a las

disposiciones legales aplicables, como lo son, los artículos 134

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,

en concordancia con los artículos 8, segundo párrafo y 33 de

la Ley Sobre Adquisiciones, Enajenaciones, Arrendamientos y

Prestación de Servicios del Poder Ejecutivo del Estado Libre y

Soberano de Morelos, que establecen entre otras

disposiciones, que las adquisiciones y servicios que realicen,

se adjudicarán o se llevarán a cabo a través de los siguientes

procedimientos administrativos: Licitación Pública; lnvitación a

cuando menos tres personas; o Adjudicación directa.

Así mismo expresa, que la autoridad resolutora

estableció, que el informe rendido por la Secretaría de

Hacienda, en el sentido de que se advierte que la tramitación

a las solicitudes de liberación de recursos realizada por el C. .

Gerardo Luis Solano Mondragón sin que estuviera precedido

de procedimiento de licitación alguno, no es suficiente para

configurar la falta administrativa, aunado a que no se acreditó

que los recursos públicos tuvieran un destino privado, al

patrimonio de un tercero o al patrimonio del servidor público, lo

que dice el recurrente es una contradicción en lo referido por

*-

t
i
I

I
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la resolutora, puesto que se acep que las facturas fueron

emitidas por la empresa "O RADORA COMERCIAL

nte de que esos pagosS C.V.", no o

fueron realizados si proceso I icitación correspond iente

Por lo que dice, se col

recursos financieros

el te elemento, toda vez que, los

ron el erario público y fueron

destinados a la moral c ada, sin que se tuviera un

"destino legalmente esta ido".

Agrega el recurren que la autoridad resolutora

de desvío dé recursos debe

públicos hubieran ingresado al

, lo cual señala, no se encuentra

estableció, que en la fal

acreditarse que los recu

patrimonio del servidor pú

establecido en el artículo
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Señala que dent

IPRA, no se imputó com

erdo de calificación y en el

is normativa, que la conducta

de desvío de recursos " e consistir en el pago de una

tros, en contravención con los

ulten aplicables, así como el

ra sí o para otros, de pagos de

remuneracton, para st o

tabuladores que al e
otorgamiento o autoriz

j u b i I acione s, pe nsiones res de retiro, liquidaciones por

seruicios prestados, o créditos que no estén

previstos en ley, decreto tivo, contrato colectivo, co ntrato

trabajo ...' .ley o condiciones

Expresa, que

investigadora, descon

la LGRA.

su carácter de autoridad

cómo es que la autoridad

ción para determinar que seresolutora llegó a la

2t



entregaron los servicios que se pagaron con las facturas

correspondientes, toda vez que, no se acreditaron los

compromisos cumplidos ya que no existió documental soporte

que lo corroborara. Y agrega, que en el contenido de la tesis

en la que la autoridad resolutora fundamentó su

razonamiento respecto de la entrega de los servicios, se hace

referencia a algunos artículos del Código Fiscal de la

Federación que han sido reformados; además de que, dicha

tesis fue objeto de la denuncia de contradicción de tesis

37812010, de la que derivó la jurisprudencia de rubro:
,.FACTURAS. VALOR PROBATORIO ENTRE QUIEN LAS

EXPIDIÓ Y QUIEN ADQUIRIÓ LOS BIENES O SERVICIOS".

Y concluye que, al haberse realizado los pagos a la
persona moral, sin que existiera constancia o documentación

alguna que sustentara los procedimientos administrativos de

adjudicación contemplados en la ley, o que hubiera alguna

causal de excepción previsto en la propia legislación, a su

consideración, se actualizala hipótesis normativa de desvío de

recursos.

Por cuanto hace a las consideraciones contenidas en la

resolución, señaladas en los numerales Vlll.ll, respecto de la

conducta de ABUSO DE FUNCIONES atribuido al C. Gerardo

Luis Solano Mondragón, el recurrente manifestó lo siguiente:

Señala que contrario a lo que determinó la autoridad

resolutora, sí se encuentra acreditado en la calificación y en

el IPRA, que se materializó la conducta de ABUSO DE

FUNCIONES, ya que valiéndose de las atribuciones que tenía
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conferidas como Director General d Presupuesto y Gasto

Público de la Secretaría de Hacien lizó actos arbitrarios

de manera continua durante el peri o comprendido del trece

de marzo al trece de abril de dos dieciocho, en perjuicio del

servicio público, al dar tramitar t nta y cuatro solicitudes de

liberación de recursos de mane arbitraria para la asignación

de recu púb financi a efecto de llevar a cabo el

pago la ca ad tota

MI ONES SESE YS
sos 63/100 M.N.)

OMERCIAL MOBO A

de $9,066,608.63 (NUEVE

MIL SEISCIENTOS OCHO

de la empresa "OPERADORA

E C.V."
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De lgual manera, los sostuvo la recurrente en el

al DESVIO DE RECURSOS,agravio hecho valer

relatado en líneas anterio menciona que desconoce cómo

es que la autoridad reso ra llegó a la aseveración para

determinar que se entreg n los servicios pagados con las

factu ras correspond ientes,

compromisos cumplidos

que lo corroborara. Y ag

en la que la autori

razonamiento respecto de

referencia de algunos los del Código Fiscal de la

Federación que han sido

tesis fue objeto de la d
37812010, de la que d

rmados; además de que dicha

..FACTURAS. VALOR P TORIO ENTRE QUIEN LAS

LOS BIENES O SERVICIOS''.

avez que no se acreditaron los

e no existió documental soporte

que en el contenido de la tesis

resolutora fundamentó su

ntrega de los servicios, se hace

a de contradicción de tesis

la jurisprudencia de rubro:

EXPIDIÓ Y QUIEN ADQUI
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Por cuanto al C. Garlos Alberto Bermúdez Pureco

Por cuanto a las consideraciones vertidas en la

resolución señaladas en el punto lX.l relacionado con el C.

Carlos Alberto Bermúdez Pureco, el recurrente señala lo

siguiente:

Que contrario a lo determinado por la autoridad

resolutora, se encuentra acreditado que en la calificación de la

falta y en el IPRA se materializó la conducta de desvío de

recursos públicos financieros en contraposición a las

disposiciones legales aplicables, como lo son, los artículos 134

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,

en concordancia con los artículos 8, segundo párrafo y 33 de

la Ley Sobre Adquisiciones, Enajenaciones, Arrendamientos y

Prestación de Servicios del Poder Ejecutivo del Estado Libre y

Soberano de Morelos, que establecen entre otras

disposiciones, que las adquisiciones y servicios que realicen,

se adjudicarán o se llevarán a cabo a través de los siguientes

procedimientos administrativos: Licitación Pública; lnvitación a

cuando menos tres personas; o Adjudicación directa.

Así mismo expresa, que la autoridad resolutora

estableció, que el informe rendido por la Secretaría de

Hacienda, advierte la tramitación a las solicitudes de liberación

de recursos realizada por el C. Carlos Alberto Bermúdez

Pureco sin que estuviera precedido de procedimiento de

licitación alguno, no es suficiente para configurar la falta

administrativa, aunado a que no se acreditó que los recursos

públicos tuvieran un destino privado, al patrimonio de un
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tercero o al patrimonio del servidor públi lo que dice el

recurrente es una contradicción en referido por la

facturas fueronresolutora, puesto que se acepta que

emitidas a la empresa OPERADORA MERCIAL S.A. DE

C.V., no o de C CSOS pag eron realizados sin el

Por lo que dice, sepro de licitación pondie

col el tercer eleme , tod vez que, los recursos

ancreros sa lieron del opu y fueron destinados a la

moral mencionada, sin

legalmente establecido".

Agrega el recurren

estableció, que en la falt

acreditarse que los recu
A Itj

:

L
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N
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E patrimonio del servidor públ

establecido en el artículo

Señala que dentro

IPRA, no se imputó como

de desvío de recursos "

remuneración, para sí o

tabuladores que al efe

otorgamiento o autoriz
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seryicios prestados,

previstos en ley, de

ley o condiciones gene s

ue e tuviera un "destino

ue la autoridad resolutora

e desvío de recursos debe

úblicos hubieran ingresado al

lo cual señala, no se encuentra

la LGRA.

uerdo de calificación y en el

is normativa, que la conducta

consistir en el pago de una

en contravención con los

en aplicables, así como el

sí o para otros, de pagos de
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o créditos que no estén

ivo, contrato colectivo, contrato
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Expresa, que en su carácter de autoridad

investigadora, desconoce cómo es que la autoridad

resolutora llegó a la aseveración para determinar que se

entregaron los servicios que se pagaron con las facturas

correspondientes, toda vez que, no se acreditaron los

compromisos cumplidos, ya que no existió documental soporte

que lo corroborara. Y agrega, que en el contenido de Ia tesis

en la que la autoridad resolutora fundamentó su

razonamiento respecto de la entrega de los servicios, se hace

referencia a algunos artículos del Código Fiscal de la

Federación que han sido reformados; además de que dicha

tesis fue objeto de la denuncia de contradicción de tesis

37812010, de la que derivó la jurisprudencia de rubro:
..FACTURAS. VALOR PROBATORIO ENTRE QUIEN LAS

EXPIDIÓ Y QUIEN ADQUIRIÓ LOS BIENES O SERVICIOS".

Y concluye, que al haberse realizado los pagos a la
persona moral, sin que existiera constancia o documentación

alguna que sustentara los procedimientos administrativos de

adjudicación contemplados en la ley, o que hubiera alguna

causal de excepción previsto en la propia legislación, a su

consideración, se actualizala hipótesis normativa de desvío de

recursos.

Por cuanto hace a las consideraciones contenidas en la

resolución, señaladas en los numerales lX.ll respecto de la

conducta de ABUSO DE FUNCIONES atribuido al C. Carlos

Alberto Bermúdez Pureco, el recurrente manifestó lo

siguiente:
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Señala que contrario a lo que d inó la autoridad

resolutora, sí se encuentra acreditado e a calificación y en

el IPRA, que se materializó la cond de ABUSO Dt
valiéndose de tribuciones que tenía

conferidas como Di r General d Presupuesto y Gasto

Público, realizó actos a rios de anera continua durante

el periodo comprendido cin de julio de dos mil

dos mil dieciocho endiecisiete al nueve de ma

perjuicio del servicio público, r tramitar ciento sesenta y

cinco solicitudes de liberación d rsos de manera arbitraria

para la asignación de recurso blicos financieros a efecto

total de $59,47 0,284.12

TRIBUNAL DE JUS'I-ICIA ADMINISIMTIVA

DEL ESTADO DE MORELOS
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De lgual manera, como los sostuvo la recurrente en el

agravio hecho valer respecto al DESVIO DE RECURSOS,

relatado en líneas anteriores, menciona que desconoce cómo

es que la autoridad resolutora llegó a la aseveración para

determinar que se entregaron los servicios pagados con las

facturas correspondientes, toda vez que no se acreditaron los

compromisos cumplidos, ya que nó existió documental soporte

que lo corroborara. Y agrega, que en el contenido de la tesis

en la que la autoridad resolutora fundamentó su

razonamiento respecto de la entrega de los servicios, se hace

referencia de algunos artículos del Código Fiscal de la

Federación que han sido reformados; además de que dicha

tesis fue objeto de la denuncia de contradicción de tesis

37812010, de la que derivó la jurisprudencia de rubro:

"FACTURAS. VALOR PROBATORIO ENTRE QUIEN LAS

EXPIDIÓ Y QUIEN ADQUIRIÓ LOS BIENES O SERVICIOS''.

Añade, que la autoridad resolutora se contradice al

referir que no se acredita que los recursos públicos causen

perjuicio al servicio público, porque acepta y reconoce que las

facturas fueron emitidas a la empresa "OpERADORA

COMERCIAL MOBOSA S.A. DE C.V.", no obstante de que

dichos pagos fueron realizados sin el procedimiento de

licitación correspondiente, otorgando el trámite y visto bueno

de liberación de recursos de manera arbitraria sin que existiera

el soporte documental necesario; por lo tanto, a consideración

de la recurrente, se colma el tercer elemento del tipo de

conducta referente al abuso de funciones, toda vez que, a su

juicio, el servidor público, abusando de sus funciones, realiza

actos arbitrarios ocasionando un perjuicio al servicio público,
28
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al realizarse pagos sin que existi el soporte documental

necesano

Por cuanto al C. Sa Méndez Medina

cuanto a las ideraciones vertídas en la

lución aladas en el unto X.l relacionado con el C

Salvador Mén Medina, recurrente señala lo siguiente:

Que co noa determinado por la autoridad

resolutora. se en ent acreditado que en la calificación de

la falta y en el lP aterializó la conducta de desvío de

recursos públicos

disposiciones legales

ncieros en contraposición a las

licables, como lo son, los artículos 134

de la Constitución Pol de los Estados Unidos Mexicanos,

rtículos 8, segundo párrafo y 33 de

la Ley Sobre Adquisi , Enajenaciones, Arrendamientos y

Poder Ejecutivo del Estado Libre yPrestación de Servici

Soberano de Mo que establecen entre otras

siciones y servicios que realicen,

a cabo a través de los siguientes

procedimientos admi
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en concordancia con

disposiciones, que

se adjudicarán o se

cuando menos tres

Así mismo

estableció, que el

Hacienda, advierte la

de recursos realizada

s: Licitación Pública; lnvitación a

o Adjudicación directa.

que la autoridad resolutora

rendido por la Secretaría de

ón a las solicitudes de liberación

Salvador Méndez Medina sin

adq
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que estuviera precedi
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no es suficiente para configurar la falta administrativa, aunado

a que no se acreditó que los recursos públicos tuvieran un

destino privado, al patrimonio de un tercero o al patrimonio del

servidor público, lo que dice el recurrente es una contradicción

en lo referido por la resolutora, puesto que se acepta que las

facturas fueron emitidas a la empresa "OpER",ADORA

COMERCIAL MOBOSA S.A. DE C.V." no obstante de que

esos pagos fueron realizados sin el proceso de licitación

correspondiente. Por lo que dice, se colma el tercer elemento,

toda vez que, los recursos financieros salieron del erario

público y fueron destinados a la moral mencionada, sin que se

tuviera un "destino legalmente establecido".

Agrega el recurrente, que la autoridad resolutora

estableció, que en la falta de desvío de recursos debe

acreditarse que los recursos públicos hubieran ingresado al

patrimonio del servidor público, lo cual señala, no se encuentra

establecido en el artículo 54 de la LGRA.

Expresa, que en su carácter de autoridad

investigadora, desconoce cómo es que la autoridad

resolutora llegó a la aseveración para determinar que se

entregaron los servicios que se pagaron con las facturas

correspondientes, toda vez que, no se acreditaron los

compromisos cumplidos ya que no existió documental soporte

que lo corroborara. Y agrega, que en el contenido de la tesis

en la que la autoridad resolutora fundamentó su

razonamiento respecto de la entrega de los servicios, se hace

referencia a algunos artículos del Código Fiscal de la

Federación que han sido reformados; además de que dicha

30
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tesis fue objeto de la denuncia de

37812010, de la que derivó la ju
.,FACTURAS. VALOR PROBATORI ENTRE QUIEN LAS

EXPIDIÓ Y QUIEN ADQUIRIÓ LOS ENES O SERVIC]OS''.

Y concluye, que al habe realizado los pagos a la
persona , Sln existiera nstancia o documentación

algu que suste
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DEL ESTADO DE MORELOS
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Méndez Medina, el recu anifestó lo siguiente

Señala que contra a que determinó la autoridad

resolutora, sí se encue cl

el IPRA, que se mate

FUNCIONES, ya que val

conferidas como Directo Gen I de Presupuesto y Gasto

da, realizó actos arbitrarios

periodo comprendido del

Público de la Secretaría

diecisiete de abril al d dej io de dos mil dieciocho en

perjuicio del servicio públ ,al
d

mitar veinticinco solicitudes

de liberación de recu manera arbitraria para la

financieros a efecto de llevarasignación de recursos p



a cabo el pago por la cantidad total de $8,506,759.86 (OCHO

MILLONES QUINIENTOS SEIS MIL SETECIENTOS

CINCUENTA Y NUEVE PESOS 86/100 M.N.) a favor de la

empresa "OPERADORA COMERCIAL MOBOSA S.A. DE

C.V."

De lgual manera, como los sostuvo la recurrente en el

agravio hecho valer respecto al DESVIO DE RECURSOS,

relatado en líneas anteriores, menciona que desconoce cómo

es que la autoridad resolutora llegó a la aseveración para

determinar que se entregaron los servicios pagados con las

facturas correspondientes, toda vez que no se acreditaron los

compromisos cumplidos, ya que no existió documental soporte

que lo corroborara. Y agrega, que en el contenido de la tesis

en la que la autoridad resolutora fundamentó su

razonamiento respecto de la entrega de los servicios, se hace

referencia de algunos artículos del Código Fiscal de la

Federación que han sido reformados; además de que dicha

tesis fue objeto de la denuncia de contradicción de tesis

37812010, de la que derivó la jurisprudencia de rubro:

"FACTURAS. VALOR PROBATORIO ENTRE QUIEN LAS

EXPIDIÓ Y QUIEN ADQUIRIÓ LOS BIENES O SERVICIOS".

Por cuanto al C. Armando Guillermo Sanders de

Mendoza

Por cuanto a las consideraciones vertidas en la

resolución señaladas en el punto Xl.l relacionado con el C.

Armando Guillermo Sanders de Mendoza, el recurrente

señala lo siguiente:
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Que contrario a lo dete
)

ado por la autoridad

resolutora, se encuentra acredita que en la calificación de

la falta y en el IPRA se material la conducta de desvío de

recursos públicos financieros n contraposición a las

disposi es aplicable mo lo son, los artículos 134

del nstitución ítica de Estados Unidos Mexicanos,

en ncordancia con arlí os 8, segundo párrafo y 33 de

la Ley Sobre Adquisici CS, ajenaciones, Arrendamientos y

er Ejecutivo del Estado Libre y

que establecen entre otras

disposiciones, que las ad isiciones y servicios que realicen,

a cabo a través de los siguientesse adjudicarán o se lleva

procedimientos admini

cuando menos tres pe

Licitación Pública; lnvitación a

o Adjudicación directa

Agrega el recu ue la autoridad resolutora

estableció, que en

acreditarse que los

patrimonio del servid

establecido en el artí

rSOS blicos hubieran ingresado al

o úblico,
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falta e desvío de recursos debe

o54de

cual señala, no se encuentra

LGRA.

Expresa, qu

investigadora, des

carácter de autoridad

o es que la autoridad

n para determinar que se

en

noce

resolutora llegó a asevera

entregaron I os que se pagaron con las facturas
' i. 
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correspondientes,
t.vez {ue, no se acreditaron los
.\l
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s, ya que no existió documental soporte

que Io corroborara. Y rega,,que en el contenido de la tesis
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t

en la que la

33



razonamiento respecto de la entrega de los servicios, se hace

referencia a algunos artículos del Código Fiscal de la

Federación que han sido reformados; además de que dicha

tesis fue objeto de la denuncia de contradicción de tesis

37812010, de la que derivó la jurisprudencia de rubro:

"FACTURAS. VALOR PROBATORIO ENTRE QUIEN LAS

EXPIDIÓ Y QUIEN ADQUIRIÓ LOS BIENES O SERMCIOS".

Por cuanto hace a las consideraciones contenidas en la

resolución, señaladas en los numerales Xl.ll, respecto de la

conducta de ABUSO DE FUNCIONES atribuido al C. Armando

Guillermo Sanders de Mendoza, el recurrente manifestó lo

siguiente:

Señala que contrario a lo que determinó la autoridad

resolutora, sí se encuentra acreditado en la calificación y en

el IPRA, que se materializó la conducta de ABUSO DE

FUNCIONES, ya que valiéndose de las atribuciones que tenía

conferidas como Tesorero General de la Secretaría de

Hacienda , realizó actos arbitrarios de manera continua durante

el periodo comprendido del cinco de diciembre de dos mil

diecisiete al nueve de maÍzo de dos mil dieciocho en

perjuicio del servicio público, al otorgar el visto bueno a ciento

sesenta y cinco pólizas de pago electrónico de manera

arbitraria para la asignación de recursos públicos financieros

a efecto de llevar a cabo el pago por la cantidad total de

$59,470,284.12 (CINCUENTA Y NUEVE MILLONES

CUATROCIENTOS SETENTA MIL DOSCIENTOS OCHENTA

Y CUATRO PESOS 121100 M.N.) a favor de la empresa
.,OPERADORA COMERCIAL MOBOSA S.A. DE C.V.''
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De lgual manera, como los sostuv I recurrente en el

agravio hecho valer respecto al DESV DE RECURSOS,

relatado en líneas anteriores, mencion ue desconoce cómo

es qu a dad resolutora lleg la aseveración para

razonamiento respecto de

referencia de algunos a

Federación que han sido

e ga de los servicios, se hace

del Código Fiscal de la

Como se ha podid

denomin ado " Expresión

del sub capítulo anterior,

vios", el recurrente hace

la resolución impugnada,valer los agravios que di

mismos que guardan si anto a cada una de las

personas que fueron
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Por lo anterior y ante la referida similitud que existe en

los agravios expresados por el recurrente en relación con

cada una de las personas mencionadas en el párrafo anterior,

el análisis de los agravios se hará de manera conjunta.

Así, en la sentencia de fecha dieciocho de junio de dos

mil veinticinco, se absolvió a los C.C. Jorge Michel Luna,

Jorge Sánchez Rodríguez, Gerardo Luis Solano lVlondragón,

Carlos Alberto Bermúdez Pureco, Salvador Méndez Medina, y

Armando Guillermo Sanders de Mendoza, de la comisión de

las faltas administrativas denominadas, Desvío de Recursos y

Abuso de Funciones; mientras que el recurrente argumentó

que sí se encuentra acreditado y soportado en la calificación y

en el IPRA, que se materializó la conducta de desvío de

recursos y abuso de funciones; argumentos que a

consideración de este Pleno Especializado resultan

infundados e inoperantes, como se explica:

En primer término, se realiza la explicación del porqué se

llega a esa determinación, particularmente respecto de la falta

administrativa del DESVíO Oe REGURSOS:

Así, la resolución ahora impugnada, se centró en

determinar si la actuación atribuida a los C.C. Jorge Michel

Luna, Jorge Sánchez Rodríguez, Gerardo Luis Solano

Mondragón, Carlos Alberto Bermúdez Pureco, Salvador

Méndez Medina, y Armando Guillermo Sanders de Mendoza,

configuraba o no el supuesto previsto por el artículo 54 de la

LGRA, que establece lo siguiente:

Artículo 54. Será responsable de desvío de recursos públicos el
servidor público que autorice, solicite o realice actos para la

36

,.,ffi" /#w'
;..,9LrHÍLDE

DELE5

r-'üI{ETA
ilt",Etil

E :tl¡till
¡.,'.: R$SF

Al"'fui;



T]A ;:lir3?

TOCA/PE TJAEM/012t2025

asignación o desvío de recursos icos, sean materiales,
humanos o financieros, sin fun nto jurídico o en
contraposición a las normas aplicab

con rará desvío de recu úblicos, el otorgamiento o
autorizaci ra sí o para otros, pago de una remuneración
en contraven con los tabu res que al efecto resulten
aplicables, así
para otros, de

o el otorga to o autorización, para sí o
os de jubi

retiro, liquidacio serytct
que no estén p en , decreto legislativo, contrato
colectivo, contrato o condi nes generales de trabajo
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prestados, préstamos o ue no estén previstos en ley,

decreto legislativo, co colectivo, contrato ley o

condiciones generales de

Luego entonces,

administrativa atribuida

er por acreditada la falta

Sánchez Rodríguez, G

C. Jorge Michel Luna, Jorge

is Solano Mondragón, Carlos

Alberto Bermúdez Pu lvador Méndez Medina, y

Armando Guillermo Sa de Mendoza, era necesario

ieron desvío de recursos, alcomprobar, que éstos
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tenor de la conducta que les fue imputada; esto es por cuánto

a la hipótesis del primer párrafo del referido artículo, como lo

menciona la recurrente.

Así, del análisis del artículo 54 de la LGFLA, pueden

advertirse los elementos que debieron acreditarse respecto de

los hechos contenidos en el IPRA para determinar la existencia

en su caso, del desvío de recursos, atribuido a los ex

servidores públicos, tal como fue establecido en la sentencia

de fecha dieciocho de junio de dos mil veinticinco, siendo los

siguientes:

a) Elemento Personal.- Que el sujeto activo tenga el

carácter de servidor público.

b) Elemento conductual.- Que con motivo de sus

funciones públicas el sujeto activo autorice, solicite o realice

actos para la asignación o desvío de recursos públicos, sean

materiales, humanos o financieros.

c) Elemeñto circunstancial.- Que la conducta se realice

sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas

aplicables.

Y al respecto la sentencia definitiva de fecha dieciocho

de junio de dos mil veinticinco, señaló1:

Es conveniente destacar que cuando el tipo administrativo exige
que la acción del servidor público de autorizar, solicitar u otorgar,
se refiere a recursos públicos, ya humanos, materiales,
financieros o administrativos, con el fin de que salgan del erario,
para apropiarse de ellos o ingresen al patrimonio de un tercero;

l Visible afojas'167 de la sentencia definitiva correspondiente al apartado del servidor
público Jorge Michel Luna, cuyo razonamiento es sustancialmerte idéntico al
desarrollado en los apartados relativos a los demás servidores públicos sujetos a
procedimiento. 
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esd d svío de los recursos stado a favor del propro
orp rsona, impidiendo que
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En este orden de id rtante definir el concepto

de desvío de recursos públ

Así, conforme al Dicci o de la Real Academia de la
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Por lo que, tene significado sustancial de

su destino original.desvío, consiste en apart

Y en este sentido,

consiste, en que los recu

so en estudio, el desvío

a un fin sean a dos sean asignados a un fin

d istinto.

Establecido lo anter que como lo refirió la

autoridad resolutora en I ia impugnada, el elemento

ftud de que, en la fecha enpersonal quedó corrobora

que
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io)

,esl
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lmdestino le
o de una tercera

que ocurrieron las condu utadas, el C. Jorge Michel



Luna ocupaba el cargo de Secretario de Hacienda del

Gobierno del Estado de Morelos; el C. Jorge Sánchez

Rodríguez ocupó el cargo de Sub Secretario de Presupuesto

de la Secretaría de Hacienda del Gobierno del Estado de

Morelos; el C. Gerardo Luis Solano Mondragón ocupó el cargo

de Director General de Presupuesto y Gasto Público de la

Secretaría de Hacienda del Gobierno del Estado de Morelos;

el C. Carlos Alberto Bermúdez Pureco desempeñó el cargo de

Director General de Presupuesto y Gasto Público de la

Secretaría de Hacienda del Gobierno del Estado de Morelos y

ex Tesorero General; el C. Salvador Méndez Medina, fue

Director General de Presupuesto y Gasto Público de la

Secretaría de Hacienda del Estado de Morelos y el C. Armando

Guillermo Sanders de Mendoza, ocupó el puesto de Tesorero

General de la Secretaría de Hacienda del Gobierno del Estado

de Morelos.

Ahora bien, respecto del elemento circunstancial, que

consiste en que la conducta se realice sin fundamento jurídico

o en contraposición a las normas aplicables; como fue

examinado por la autoridad resolutora en la sentencia

impugnada, no se tuvo por acreditado.

Así, la conducta consiste en que el sujeto activo

autorice, solicite o realice actos para la asignación o

desvío de recursos públicos, sean materiales, humanos o

financieros.

Por lo que en todo caso, debió haberse acreditado

fehacientemente, que el servidor público haya autorizado,

solicitado o realizado actos para la asignación o desvío de

r
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recursos públicos, sin 'fun ento jurídico o en

contraposición a las normas ap ables.

Esto es, tuvo que compro rse, que el servidor público,

desvió los recursos públicos icialmente asignados a un fin,

para

jurídi

asignados a un n distinto, sin fundamento

coo n contrapos n a las normas aplicables;

situación q no ocurr por parte de la autoridad

investigadora.
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pec y en relación con la conducta

rvidores públicos, la autoridad

investigadora sost sus agravros, que se asrgnaron

recursos públicos fina ros a efecto de llevar a cabo el pago

($77,043,652.61; $9,066,608.63;

$59,470,284.12 $17 ,5

empresa "OPERADO

368.49; $8,506,579.86) a favor de la

C.V.", sin que existi

COMERCIAL MOBOSA S.A DE

nstancia ni documentación alguna

que acreditara que di olicitudes de pago se sustentaran

en los procedimientos inistrativos de, licitación pública;

invitación a cuando tres personas; o adjudicación

directa; por lo cual, a nsideración se configuraba la

i nfracción administrat esvío de Recursos

Sin embargo, com ñaló la autoridad resolutora en

po administrativo exige que lala sentencia impugnada

En el caso

atribuida a los

de diversas cantida

acción del servidor públ

recursos públicos", se
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en impidiendo que estos
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lleguen a su destino establecido, puntualizando lo

siguiente2:

Finalmente, el bien jurídico protegido es la correcta

administración de los recursos públicos del Estado y el

patrimonio mismo de este; es decir, se intenta proteger,

fundamentalmente, que los recursos públicos cumplan

estrictamente el destino o finalidad para el cual se

autorizaron mediante las disposiciones normativas

conducentes.

(lo resaltado no es de origen)

Esto es, la autoridad resolutora estableció que el bien

jurídico protegido es la correcta administración de los recursos

públicos del Estado y el patrimonio mismo de este; es decir,

que se intenta proteger, que los recursos públicos cumplan

estrictamente el destino o finalidad para el cual se

autorizaron mediante las disposiciones normativas

conducentes.

En este mismo sentido, fue que la resolutora arribó a la

conclusión de que no se encontraba acreditado el tipo

administrativo imputado a los ex servidores públicos, en

particular el tercer elemento, pues refirió en la sentencia, que

con las pruebas documentales ofrecidas por la autoridad

investigadora, se obtuvo que la asignación de los recursos

públicos emitidos por los sujetos a procedimiento, obedecieron

a la compra venta de bienes materiales por parte de la
empresa "OPERADORA COMERCIAL MOBOSA S.A. DE

2 Visible a fojas 168 de la seniencia definitiva correspondiente al apartado del servidor
público Jorge Michel Luna, cuyo razonamiento es sustancialmente idéntico al
desarrollado en los apartados relativos a los demás servidores públicos sujetos a
procedimiento.
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C.V.", los cuales se entregaro I Gobierno del Estado de

rrespondiente. Por lo que,Morelos, emitiéndose la factu

no quedó acreditado en el pediente, que los recursos

públicos fueran desviados a fin distinto al original

De hech a propra a ridad investigadora, refirió en

su escrito de ap cton ,q los recursos salieron del erario

la persona moral (OERADORApúblico y fueron d ad

COMERCIAL MOBO DE C.V.), "sin oue tuvieran un

do"
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públicos, fuese uno disti estino de origen, y que por tanto

los recursos se hubie

normas aplicables.

Ahora bien, asiste

de conformidad con el

comprobarse que los rec

la recurrente al afirmar, que

54 de la LGRA, no debe

n destinados al patrimonio

del servidor público; sin e resulta insuficiente para

revocar la sentencia im s no quedó acreditado el

desvío de recursos a u diferente al de origen en

contraposición a las leyes

autoridad resolutora en

; sino que, como lo dijo la

a impugnada, lo que se

acreditó, fue que los recu aplicados para la compra

de bienes que fueron re r el Estado, como se

dientes3.comprueba con las facturas

Lo anterior pone

debidamente acreditado

3 Visible a fojas 169 de la sentencia
público Jorge Michel Luna, cuyo

de manifiesto, que no quedó

e el destino de los recursos

ado en contravención a las

ondiente al apartado del servidor
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Así, el recurrente hizo valer, que a su consideración se

actualiza la hipótesis de desvío de recursos, al haberse

realizado pagos a la empresa, sin que existiera constancia o

documentación que sustentara los procedimientos

administrativos de adjudicación.

Al respecto, r'ro pasa desapercibido lo actuado en la

investigación, en el sentido de que, de acuerdo a lo informado

por la Secretaría de Hacienda del Estado de Morelos, el origen

de los recursos materia de las imputaciones es el ramo 28, por

procedimiento de Adjudicación Directa de Servicios. y lo hecho

valer por el recurrente en el sentido de que no existió

instrumento que permita identificar el procedimiento de

adjudicación; sin embargo, para te'ner por acreditado el tipo

administrativo de desvío de ,""úrro, , era necesario que se

colmaran todos sus elementos, como fue establecido en la

sentencia que hoy se impugna; pues de otra manera, la

autoridad resolutora no podría estar en posibilidad de

condenar a una persona si no se encuentran comprobados

todos los elementos de una infracción administrativa.

Tampoco pasa desapercibido lo alegado por el

recurrente en sus agravios al referir que los recursos públicos

fueron asignados en contraposición a lo dispuesto por los

artículos 134 de la Constitución Política de /os Esfados Unidos

Mexicanos, en concordancia con los artículos 8, segundo

párrafo y 33 de la Ley de Adquisiciones, Enaienaciones,

Arrendamientos y Prestación de Servicios del Poder Eiecutivo

del Estado Libre y Soberano de Morelos; sin embargo, como

desarrollado en los apartados relativos a los demás servidores públicos sujetos a

procedimiento.
44

Il)

I

.f:
:rt

!.,. r.,'.,.,11 -s

l-' .' ' .,,r:i)
i.:...':,:',,:.L

j,..." l-._. 
"__-



T]A ^-.1ír*'ri,-.."It-,i

TRIBUNAL DE ]US]ICIA ADMINISTMT]VA

DEL E'IADO DE MORELOS
TOCA/PE TJAEM/012t2025

lo expresó la autoridad resolutora en I ntencia combatida,

el hecho de que la contratación que tiva la imputación no

hubiese sido precedida de un proced ento de licitación, esto

por sí , ho es suficiente ra configurar la falta

inistrativ es tenían que marse los elementos del

tipo administrativo; n el caso , se tenía que haber

acreditado, que el dor lico hubiera autorizado,

solicitado o realizado

recursos públicos,

s la asignación o desvío de

f damento jurídico o en

aplicables; es decir, quecontraposición a las n

respecto de los recursos pú autorizados o solicitados, el

servidor público, hubiera d

inicialmente asignados a u

ado dichos recursos públicos

para ser asignados a un fin

distinto, sin fundamento j o o en contraposición a las

normas aplicables; situa no ocurrió por parte de la

nto, resulta infundado loautoridad investigado

alegado por la recurren

Así, se arriba a la

autoridad investigado

de que, correspondía a la

r que el destino de los

recursos fue desviado de e origen, sin fundamento

normas aplicables; sin

la sentencia de fecha

jurídico o en contrave

embargo, como fue

dieciocho de junio de inco, con las facturas

acreditó fue la compraexhibidas en el procedim

de bienes materiales bierno del Estado a la

a Visible a fojas '170 de la sentencia diente al apartado del servidor
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empresa "oPERADORA COMERCIAL MOBOSA S.A DE

C.V.", sin que la investigadora acreditara que este destino

fuera distinto al que en origen se encontraban dírigidos los

recursos públicos; y que indebidamente se hubieran desviado

sin fundamento jurídico o en contravención a las normas

aplicables.

Así, la sentencia que se impugna señala, que no se

advierte el desvío de recurso alguno, en tanto que los mismos

fueron aplicados para la compra de bienes materiales que

fueron recibidos por el Estado, tal como se acredita con las

facturas que obran en el expediente, destacando que estas

son aptas para demostrar, la entrega de los servicios, máxime

que la propia autoridad investigadora no señaló en el IPRA

que los servicios no hubiesen sido entregados o que el pago

se hubiera realizado en exceso.

En este orden de ideas, tampoco pasa desapercibido lo

hecho valer por el recurrente, en el sentido de que: en el

contenido de la tesis en la que la autoridad resolutora

fundamentó su razonamlento respecto de la entrega de los

bienes, se hace referencia a algunos artículos del Código

Fiscal de la Federación que dice, han sido reformados;

aludiendo además, de que dicha tesis fue objeto de la

denuncia de contradicción de tesis 37812010, de la que derivó

la jurisprudencia de rubro: "FACTURAS. VALOR

PROBATORIO ENTRE QUIEN LAS EXPIDIÓ Y QUIEN

ADQUIRIÓ LOS BIENES O SERVICIOS".
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Lo anterior resulta inopera pues el recurrente

señala, que la autoridad resoluto hace referencia a los

efectos fiscales que producen I ras

TRlBUNAL DE ]USTICIA ADMINISTMTIVA

DEL ESTADO DE MORELOS

SO n los pagos a la presa

con las que se
..OPERADORA

..FACTURAS. VALOR

EXPIDIÓ Y QUIEN

lOS", se conserva en

resolutora, en función

COMERC OBOSA S A DE "; sin embargo, y contrario

a lo alegado, I ue la resol ra resaltó en la sentencia

impugnada con la scripció e la tesis, no fue el tema de

los efectos fiscales ucid

acto de comercio y

, sino la presunción legal del

la mercancía o prestación del

servicio comprendido en ura

Por tanto, el hecho de ue hubieren sido reformados con

posterioridad alg unos artí os del Código Fiscal de la

Federación, en relación efectos fiscales que puedan

producir las facturas, en

sostuvo la autoridad reso

desvirtúa el argumento que

en el sentido de que con la

exhibición de las facturas s com bó la entrega de los bienes

ncluso de la jurisprudencia

derivada de la contradicci de 37812010 de la que hizo

a
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al Gobierno del Estado de orelos

referencia el recurrente,

PROBATORIO ENTRE

nru

encta

IEN

ADQUIRIO LOS BIENES SE

esencia lo sostenido por la utorida

a que las facturas permite credita la relación comercial e

intercambio de bienes, co

transcripción de dicha jurisp

ose erva de la siguiente
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FACTURAS. VALOR PROBATORIO ENTRE QUIEN LAS EXPIDIÓ Y
QUIEN ADQUIRIÓ LOS BIENES O SERY'C'OS,s

La factura es un documento privado que se emplea como
comprobante fiscal, de compraventa o prestación de seruicios, y
permíte acreditar la relación comercial e intercambio de bienes en
atención a las circunsfanclas o características de su contenido y del
sujeto a quien se le hace valer. En esfe senfido, si la factura es
considerada un documento privado, ésta hace prueba legal cuando no
es objetada, ya sea como título ejecutivo, de conformidad con el
artículo 1391 , fracción Vll, del Código de Comercio o por lo previsto en
el artículo 1241 del mismo ordenamiento. No obstante lo anterior,
cuando en un juicio entre un comerciante y el adquirente de /os bienes
o servrcios, la factura es objetada, no son aplicables /as reglas
previstas en /os citados artículos, ya que su mera refutación produce
que su contenido no sea suficiente para acreditar la relación comercial.
Por tales motivos, si las facturas adquieren distinto valor probatorio, lo
consecuente es que a cada parte le corresponda probar los hechos de
sus prefenslones, para que el juzgador logre adminicular la eficacia
probatoria de cualquiera de los extremos planteados, resolviendo de
acuerdo con las reglas de la lógica y su experiencia.

Contradicción de tesis 378/2010. Entre /as susfentadas por los
Tribunales Colegiados Noveno, Segundo y Quinto, fodos en Materia
Civil del Primer Circuito. 15 de junio de 2011. Cinco votos. Ponente:
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ydalia Pérez Fernández
Ceja.

(lo resaltado es propio)

Así, esta jurisprudencia establece, que la factura es un

documento privado que se emp.lea como comprobante fiscal

de compraventa o prestación de servic¡os, y perm¡te acreditar

la relación comercial e intercambio de bienes.

Asimismo, esta jurisprudencia establece, que la factura

hace prueba Iegal cuando no es objetada; pero si fuera

objetada por el comerciante o por el adquirente de los bienes,

entonces, les correspondería acreditar a cada uno de ellos, los

hechos de .sus pretensiones.

5lnstancia: Primera Sala Novena Epoca Materia(s): CivilTesis: 1a.|J.8912011 Fuente:
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIV, Septiembre de 2011,
página 463 Tipo: Jurisprudencia.
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En el caso concreto, señala el recu , que no objetó

las facturas y que por ello hacen prueba na del desvío de

recursos; aunque en realidad quienes t an esa posibilidad

eran las partes intervinientes del acto,

bienes; en este caso, el Gobierno del

en pagó y recibió los

do de Morelos y la

perso .'OPERDORA COME IAL MOBOSA S.A DE

Por lo qu a nte la ausenci de objeción, es que se

en juicio acreditaron laconsidera que las ras exhibi

prestación de los se

pronunció de manera

ros; y ese sentido es que se

sentencia combatida, res

por el recurrente.

nd infundado lo argumentado
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s
S

a.

Por todo lo anterior,

resolutora, al establecer en

la utoridad resolutora en la

iste razón a la autoridad

empresa por la compra de

recursos, máxime que no

ad investigadora, que los
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ntencia por ella emitida, que

la imputación consistente en

recursos públicos a favor de

bienes, no configura el desv

solicitud de asignaciones de

quedó demostrado por la a

recursos se desviaran a un fi to, sin fundamento jurídico

o en contravención a las n aplicables; sino que por el

ursos correspondieron concontrario, se demostró que I

la compra venta de bienes q n entregados al Estado

En este sentido de alizarse, que al derecho

admin istrativo sancionador aplicables los principios del

en cuanto al principio de

ecuación de la conducta

derecho penal, específicam

tipicidad, consistente en I

infractora con la figura o tipo

pu

SO

fu

o

d
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Bajo esta premisa, dada la similitud y la unidad de la

potestad punitiva, se puede acudir a los principios penales

sustantivos como es el principio de tipicidad, siempre y cuando

se tomen de manera prudente las técnicas garantistas del

derecho penal.

El principio de tipicidad se manifiesta como una

exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las

conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes y se

cumple cuando consta en la norma una predeterminación

inteligible de la infracción y de la sanción, suponiendo en todo

caso la presencia de una ley cierta que permita predecir con

suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las

sanciones, por lo que la descripción legislativa de las

conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que

el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar

el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de

recurrir a complementaciones legales que superen la

interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal

para suplir las imprecisiones de la norma.

Así, de acuerdo al principio de tipicidad, si cierta

disposición administrativa establece una sanción por alguna

infracción, la conducta realizada por el afectado debe

encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente

establecida.

Asimismo, el principio de presunción de inocencia es

'aplicable al procedimiento administrativo sancionador, y dicho

principio debe interpretarse de modo sistemático a efecto de

ffin I'T.
I
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hacer valer para los gobernados interpretación más

favorable que permita una mejor i artición de justicia de

ad con el artículo primero nstitucional

Bajo ta línea de pe iento, el principio de

presunción d tnocencta se uce en que la autoridad

resolutora d absolver servidor público presunto

responsable, cua o durante no se hayan aportado

pruebas de cargo

responsabilidad q le atri e; en este caso, para acreditar

que los C.C. Jorge ichel una, Jorge Sánchez Rodríguez,

Gerardo Luis Solano on gón, Carlos Albefto Bermúdez
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DEL EÍADO DE MORELOS

cientes ra acreditar la existencia de la

s
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Medina y Armando Guillermo

n incurrido en la falta grave de

Desvío de Recursos,

debidamente acreditado

uando esto no se encuentra

r la autoridad investigadora

En ese orden de s, resulta necesario que se

actualicen la totalidad ementos señalados para el tipo

administrativo de e Recursos, lo cual no ocurrió

Pureco, Salvador Mé

Sanders de Mendoza

decidido por la autoridad

rá tenerse por no acreditada

rge Michel Luna, Jorge Sánchez

Rodríguez, Gerardo Lui no Mondragón, Carlos Alberto

Méndez Medina y Armando

za no incurrieron en el tipo

Recursos que les había sido

atribuido, confirmándose I lución impugnada, por lo que

ción de inocencia a su favor.
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subsiste el principio de p



Sirve de apoyo a lo anterior, la siguiente tesis

PRESUNCION DE INOCENCIA. EL PRINCIPIO RELATIVO SE
coNTTENE DE MANERA ur¡plícrra EN LA coNsTrrucró¡t
FEDERAL.6

De la interpretación armónica y sistemática de los artículos 14, párrafo
segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero,
y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, se desprenden, por una parte, el principio
del debido proceso legal que implica que al inculpado se le reconozca
el derecho a su libertad, y que el Estado sólo podrá privarlo del mismo
cuando, existiendo suficientes elementos incriminatorios, y seguido un
proceso penal en su contra en el que se respeten las formalidades
esenciales del procedimiento, las garantías de audiencia y la de ofrecer
pruebas para desvirtuar la imputación correspondiente, el Juez
pronuncie sentencia definitiva declarándolo culpable; y por otra, el
principio acusatorio, mediante el cual corresponde al Ministerio Público
la función persecutoria de los delitos y la obligación (carga) de buscar
y presentar las pruebas que acrediten la existencia de éstos, tal y como
se desprende de lo dispuesto en el artículo 19, párrafo primero,
particularmente cuando previene que el auto de formal prisión deberá
expresar "los datos que arroje la averiguación previa, los que deben
ser bastantes para comprobar el cuerpo del delito y hacer probable la
responsabilidad del acusado"; en el artículo 21, al disponer que "la
investigación y persecución de los delitos incumbe al Ministerio
Público"; así como en el artículo 102, al disponer que corresponde al

Ministerio Público de la Federación la persecución de todos los delitos
del orden federal, correspondiéndole "buscar y presentar las pruebas
que acrediten la responsabilidad de éstos". En ese tenor, debe
estimarse que los principios constitucionales del debido proceso legal
y el acusatorio resguardan en forma implícita el diverso principio de
presunción de inocencia, dando lugar a que el gobernado no esté
obligado a probar la licitud de su conducta cuando se le imputa la
comisión de un delito, en tanto que el acusado no tiene la carga de
probar su inocencia, puesto que el sistema previsto por la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos le reconoce, a priori, tal
estado, al disponer expresamentó que es al Ministerio Público a quien
incumbe probar los elementos constitutivos del delito y de la

culpabilidad del imputado.

Amparo en revisión 129312000. 15 de agosto de 2Q02. Once votos,
Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarios: Eduardo
Ferrer Mac Gregor Poisot y Arnulfo Moreno Flores.

ó Tipo: Aislada. lnstancia: Pleno Novena Epoca Materia(s): Constitucional, Penal Tesis:
P. XXXV12OO2 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVl,
Agosto de 2002, página 14. Registro digital: 1 861 85
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Establecido lo anterior, ahora

porqué se llega a la conclusión, de

aliza la explicación del

é, como fue resuelto en

ia de fecha diecioc de junio de dos mil

veinticinco, se actualizan elementos, particu larmente

respecto de

FUNCIONES:

determinar si la act

Luna, Jorge Sánc

Mondragón, Carlos Al

Méndez Medina y Arma

configuraba o no el su

LGRA, que establece I

actos u omisio
para las perso
o para causar pe
como cuando re
las conductas
de Acceso de

De este mod

cuando un servidor

se valga de las q

omisiones arbitrario

diversas personas o

servicio público (co

públicos).

falta adm strativa del ABUSO DE

ríguez, Gerardo Luis Solano

Bermúdez Pureco, Salvador

Guillermo Sanders de Mendoza,

o previsto por el ar1ículo 57 de la

iente

, para generar un beneficio para sí o
se refiere el artículo 52 de esta Ley
na persona o al servicio público; así

a través de un tercero, alguna de
artículo 20 Ter, de la Ley General
na Vida Libre de Violencia.

de funciones, se configura

atribuciones no conferidas o

ra realizar o inducir actos u

erar un beneficio para sí o

uicio a alguna persona o al

buida a los ex servidores

Así, la resol ona ra impugnada, se centró en

on buida a los C.C. Jorge Michel
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las qu
tcto a a

itas en
ujeres a

el abu

lico eje

tenga,

para g

usar

rg

en

la

por s

ucta

que
ade

53



Luego entonces, para tener por acreditada la falta

administrativa atribuida a los C.C. Jorge Michel Luna, Jorge

Sánchez Rodríguez, Gerardo Luis Solano Mondragón, Carlos

Alberto Bermúdez Pureco, Salvador Méndez Medina y

Armando Guillermo Sanders de Mendoza , era necesario

comprobar, que estos cometieron abuso de funciones, al

tenor de Ia conducta que les fue imputada.

Así, del análisis del artículo 57 de la LGRA, pueden

advertirse los elementos que debieron acreditarse respecto de

los hechos contenidos en el IPRA para determinar la existencia

en su caso, del abuso de funciones, atribuido a los ex

servidores públicos, como fue establecido en la sentencia

impugnada, siendo los siguientes:

Elemento personal. - Que el sujeto tenga el carácter de

servidor público en el momento de la realización del acto u

omisión.

Elemento conductual. - Que el sujeto ejerza

atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que

tenga, para inducir actos u omisiones arbitrarios.

Elemento finalidad. - Que, genere un beneficio para sí

o para su cónyug€, parientes consanguíneos, parientes

civiles o para terceros con los que tenga relaciones

profesionales, laborales o de negocios, o para socios o

sociedades de las que el servidor público o las personas

antes referidas formen parte, o cause perjuicio a persona

alguna o al servicio público.
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Establecido lo anterior, tenemos e como lo refirió la

autoridad resolutora en la senten impugnada, los dos

mentos quedaron dem ados por la autoridad

nvestigad ora, de que I ex servidores públicos,

desde sus dientes ribuciones, realizaron,

tramitaron y otorgaron visto b , respectivamente , para la

asignación de recursos blicos aneieros a efecto de llevar

a cabo el pago de di as ntidades ($77,043,652.61;

12; $17,573,368.49;$9,066,608.63;

$8,506,579.86) a la empresa "OPERADORA

c.v."

elemento finalidad, que

neficio para sí o para su

persona alguna o al

ado por la autoridad

ada, no se tuvo por

haberse comprobado

público, ejerciendo

o valiéndose de las que

trarios, que generen un

rientes consang u íneos,

$5e,

favor
L
a.

N

COMERCIAL MOBOSA S.A

Ahora bien, respe

consiste en que se gene

servicio público, com

resolutora en la se

acreditado

Por lo que en

fehacientemente, que

atribuciones que no teng

tenga, induzca actos u o

beneficio para sí o para su
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formen parte, o cause rJurcro
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profesionales, laborales o de negocios, o para socios o

sociedades de las que el servidor público o las personas antes

referidas formen parte, o cause perjuicio a persona alguna o al

servicio público; situación que como se dijo, no fue acreditada

por parte de la autoridad investigadora.

En el caso específico y en relación con la conducta

atribuida a los ex servidores públicos, la autoridad

investigadora sostuvo en sus agravios, que sí se encuentra

acreditado que se materializó la conducta de abuso de

funciones, ya que los servidores públicos, valiéndose de sus

atribuciones, realizaron actos arbitrarios en perjuicio del

servicio público, por la asignación de recursos públicos

financieros, a efecto de llevar a cabo el pago de diversas

cantidades ($77, 043,652.61 ; $9,066,608.63; $59,470,284.12',

$17,573,368.49; $8,506,579.86) a favor de la empresa
.,OPERADORA COMERCIAL MOBOSA S.A DE C.V.'"

Sin embargo, como lo señaló la autoridad resolutora en

la sentencia impugnada, el tercero.de los elementos de la

infracción no se configuró, en razón de que de las propias

pruebas documentales ofrecidas por la autoridad

investigadora, se obtiene que las solicitudes para la
asignación de recursos públicos financieros en que tuvieron

participación los sujetos a procedimiento, obedecieron a la
compra de bienes, que fueron entregados al Gobierno del

Estado de Morelos, emitiéndose las facturas correspondientes.

Por su parte, el recurrente hizo valer en sus agravios,

de igual manera, que desconoce cómo es que la autoridad

resolutora llegó a la aseveración para determinar que se
56
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entregaron los servicios pagados con las facturas respectivas,

ue no se acreditaron los com promr s cumplidos ya

que no exr documental soporte que corroborara. Y

agrega también e en el contenido de tesis en la que la

autoridad resolu fundamentó su namiento respecto

de la entrega de los rvicios, se ha referencia de algunos

¡
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que, di

denuncia de contradicci de tesi 7812010, de la que derivó
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reformados; además

la jurisprudencia de
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Agravios que resultan operantes, tal y como fue ya

disertado en líneas anterio ues como ya se dijo, lo que la

autoridad resolutora resa la sentencia impugnada con

fue el tema de los efectosla transcripción de la tesi

fiscales producidos, sino

comercio y entrega de la
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lncluso, también como fue antes apuntado, de la

jurisprudencia derivada de la contradicción de tesis 37812010

de la que hizo referencia la recurrente, con rubro
..FACTURAS. VALOR PROBATORIO ENTRE QUIEN LAS

EXPIDIÓ Y QUIEN ADQUIRIÓ LOS BIENES O SERVICIOS'"

se conserva en esencia lo sostenido por la autoridad

resolutora, en relación a que las facturas permiten acreditar la

relación comercial e intercambio de bienes.

Así, esta jurisprudencia establece, que la factura es un

documento privado que se emplea como comprobante fiscal

de compraventa o prestación de servicios, y permite acreditar

la relación comercial e intercambio de bienes.

Por ello fue, que la resolutora arribó a la conclusión de

que no se encontraba acreditado el tipo administrativo

imputado a los ex servidores públicos, en particular el tercer

elemento, pues refirió en la sentencia, que de las propias

pruebas documentales ofrecidas por la autoridad

investigadora, se obtiene que las solicitudes para la

asignación de recursos públicos financieros en que tuvieron

participación los sujetos a procedimiento, obedecieron a la
contratación de bienes, que fueron entregados al Gobierno del

Estado de Morelos, lo cual fue corroborado con las facturas

correspondientes.

Ahora bien, el recurrente también hizo valer, que sí se

colma el tercer elemento del tipo, ya que los servidores

públicos, abusando de sus funciones, realizaron actos

arbitrarios ocasionando un perjuicio al servicio público, al

realizarse pagos sin que existiera el soporte documental
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necesario; y que si la autoridad res utora admite que los

que existen montospagos se efeciuaron no obstante

os y máximos para r cada uno de los

ientos de adq uisición se está validando una

judicación directa en la que

contrato que gule el procedimiento de

adquisición.

Lo ante resulta in rante, pues dichos argumentos

no acreditan de inguna m era que se haya colmado el tercer

elemento del ti dmini tivo de abuso de funciones, como

lo es, que se hub reg erado un beneficio para sí o para

su conyuge, par tes sanguíneos, parientes civiles o

para terceros con

laborales o de neg

s ue tenga relaciones profesionales,

, o para socios o sociedades de las

que el servidor pú

formen parte, o ca

servicio público.

co o las personas antes referidas

perjuicio a persona alguna o al

Así, correspo a
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acreditar este eleme

la autoridad investigadora

rticularmente el perjuicio que dice,

se causó al servicio ; sin embargo, con las pruebas

valoradasT por la a resolutora y que fueron descritas

en la sentencia que na, del presente expediente, esta

nclusión de que no fue acreditadoúltima autoridad, lleg

dicho perjuicio; pues I contrario, resolvió que con las

pruebas docum ibidas por la propia autoridad

investigadora, se a que los' recursos públicos

definitiva.
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financieros fueron utilizados para la compra de bienes que

fueron entregados al Gobierno del Estado de Morelos, por lo

cual se emitieron las facturas correspondientes; concluyendo

que no se acreditó que el destino de los recursos hubiese

generado un beneficio para el servidor público o para su

cónyuge, parientes consanguíneos, parientes civiles o para

terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales

o de negocios, o para socios o sociedades de las que el

servidor público o las personas antes referidas formen parte, o

cause perjuicio a persona alguna o al servicio público.

Por lo que bajo estos razonamientos, es que no se logra

acreditar que el actuar de lqs ex servidores públicos,

configuren el elemento finalidad del tipo administrativo de

abuso de funciones, toda vez que esto no se encuentra

probado en juicio, como fue resuelto en la sentencia de fecha

dieciocho de junio de dos mil veinticinco.

Al respecto, la libre valoración de la prueba no puede

equivaler a mera intuición, ni está permitido llegar a

conclusiones sin lógica. El sistema de libre valoración o libre

convicción probatoria parte de la lógica y aprecia la prueba en

atención a las reglas de la experiencia, estableciéndose como

requisito que quien resuelve, al realizar la valoración, motive el

procedimiento intelectivo que realizó, exteriorizando las

razones que condujeron a la formación de su convencimiento.

En este sentido, el sistema de libre valoración permite

una práctica limitada del juzgador para arribar al

convencimiento sobre los hechos planteados en el proceso; sin
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significa

estrecho

de inocencia es aplica

sancionador; y qué dicho

sistemático, a efecto de

i nterpretación más favora

de justicia de confo

constitucional.

Este principio de tip

que establece las condi

prueba de cargo para

condenar; y b) la de la carg

que establece a cuál de las

no se satisfaga el estándar

na te, sino mediante un

, racional y jurídica

procedimiento administrativo

o debe interpretarse de modo

cer aler para los gobernados la

que rmita una mejor impartición

idad n el aftículo primero

ad se uce en dos reglas: a) la

ct esq tiene que satisfacer la

que es suficiente para

rueba, esto es, la norma

sidera

ue se haga arbitra

no que es el de la

ncl

ca

L
l-.tr

N

.:
o\

/\*
"í"8

En este o en de ideas, o antes se ha apuntado, el

referido a la materia penal,principio de tipici normalme

es extensivo a las i ccrones anciones administrativas, de

modo tal, que si cie rsposr administrativa establece una

sanción por alguna in , la conducta realizada por el

sujeto activo, debe e ad r exactamente en la hipótesis

normativa previamente ecida, sin que sea lícito ampliar

ésta ni por analogía ni por ría de razón

Así, es importante re r, que el principio de presunción
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ordena absolver al imputado cuando no se satisfaga dicho

estándar para condenar.

Así, de acuerdo al principio de tipicidad, si cierta

disposición administrativa establece una sanción por alguna

infracción, la conducta realizada por el afectado debe

encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente

establecida.

Bajo esta línea de pensamiento, es que la autoridad

resolutora actuó de manera correcta al determinar absolver a

los servidores públicos involucrados, cuando durante el

proceso no se acreditó debidamente la existencia de la

responsabilidad que les fue atribuida; en este caso, para

acreditar que los C.C. Jorge Michel Luna, Jorge Sánchez

Rodríguez, Gerardo Luis Solano Mondragón, Carlos Alberto

Bermúdez Pureco, Salvador Méndez Medina y Armando

Guillermo Sanders de Mendoza, obtuvieron un beneficio para

sí o para tas personas a las que se refiere et artículo 52 de

la LGRA o se hayan causado un perjuicio a alguna persona

o al servicio público.

En ese orden de ideas, resultaba necesario que se

actualizaran la totalidad de elementos señalados para el

tipo administrativo del abuso de funciones, lo cual no

ocurrió como fue determinado por la autoridad resolutora,

por lo que deberá tenerse por no acreditada dicha conducta,

subsistiendo el principio de presunción de inocencia a favor de

los sujetos a procedimiento.
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Sirven de apoyo a lo anterior, las siguientes tesis ya

previamente transcrita.

UNCIÓ DE INOCENCIA. EL
coN

N

DE MANERA IMPLIC
RINCIPIO RELATIVO SE
EN LA CONSTITUCIÓN

párrafo segu , de la Constitución Politisa de los

las garantÍas de audiencia y la ce ofrecer
imputación correspondiente, el Juez

a declarándolo culpable; y por otra, el

FEDERAL

De la interpret n armonrca y sr ática de los artÍculos 14, párrafo
segundo, 16, pá
y 102, apartado

primero, 19, rrafo primero, 21, párrafo primero,

:
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L\̂
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Estados Unidos M canos, se nden, por una parte, el principio
del debido proceso lquei ica que al inculpado se le reconozca
el derecho a su I ,yqu Estado sólo podrá privarlo del mismo
cuando, existiendo lementos incriminatorios, y seguido un

el que se respeten las formalidadesproceso penal en su
esenciales del procedi
pruebas parc desvi
pronuncie sentencia
principio acusatorio, medi el cual corresponde al Ministeric Público

delitos y la obligación (carga) de buscarla función persecutoria
y presentar las pruebas q crediten la existencia de éstos, tal y como
se desprende de lo di
particularmente cuando

en el artículo 19, párrafo primero,
ne que el auto de formal prisión deberá

expresar "los datos
ser bastantes para
responsabilidad del
investigación y pe

la averiguación previa, los que deben
co

do
ón

ba I cuerpo del delito y hacer probable la

n el articulo 21, al disponer que "la

Público"; así como en artícu
ederaMinisterio Público de la

del orden federal,

I,IERAL Ñ
:L PLEN{
:N tYlATiÑA
]iLIDADÑ
ATIVÁS =

que acrediten la res
estimarse que los prin

los delitos incumbe al lt/linisterio
102, al disponer que corresponde al
n la persecución de todos los delitos

e "buscar y presentar las pruebas
de éstos". En ese tenor, debe

rro

ndi
sabili
os co onales del debido proceso legal

y el acusatorio resgua en a implícita el diverso principio de
gar a que el gobernado no estépresunción de inocen , dando

obligado a probar la li

comisión de un delito,
dde ucta cuando se le imputa la
tanto q el acusado no tiene la carga de

probar su inocencia, que el a previsto por la Constitución
Política de los Estados nidos M canos le reconoce, a criori, tal
estado, al disponer ex amente es al Ministerio Público a quien
incumbe probar los entos itutivos del delito y de la
culpabilidad del imputad

8 Tipo: Aislada. lnstancia: Pleno Novena a(s): Constitucional, Penal Tesis
P. XXXV/2002 Fuente: Semanario J
Agosto de 2002, página'14. Registro

eración y su Gaceta. Tomo XVl,



Amparo en revisión 129312000. 15 de agosto de 2002. Once votos.
Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarios: Eduardo
Ferrer Mac Gregor Poisot y Arnulfo Moreno Flores.

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ALCANCES DE
ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL.g

El principio de presunción de inocencia que en materia procesal penal
impone la obligación de arrojar Ia carga de la prueba al acusador, es
un derecho fundamental que la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos reconoce y garantiza en general, cuyo alcance
trasciende la órbita del debido proceso, pues con su aplicación se
garantiza la protección de otros derechos fundamentales como son la
dignidad humana, la libertad, la honra y el buen nombre, que podrían
resultar vulnerados por actuaciones penales o disciplinarias
irregulares. En consecuencia, este principio opera también en las
situaciones extraprocesales y constituye el derecho a recibir la

consideración y el trato de "no autor o no partícipe" en un hecho de
carácter delictivo o en otro tipo de infracciones mientras no se
demuestre la culpabilidad; por ende, otorga el derecho a que no se
apliquen las consecuencias a los efectos jurídicos privativos vinculados
a tales hechos, en cualquier materia.

Amparo en revisión 8912007. 21 de matzo de 2007. Cinco votos.
Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Marat Paredes
Montiel.

6.5 Decisión

En consecuencia de lo anteriormente analizado, se conf¡rma

la sentencia impugnada de fecha dieciocho de junio de dos

mil veinticinco, emitida por el Magistrado Titular de la Cuarta

Sala Especializada de Responsabilidades Administrativas del

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos.

Por lo antes expuesto y con fundamento en lo dispuesto

por los artículos 3 fracción XXV|1,215,216, fracción 1,218 de

la LGRA; 82 de la LRESADMVASEMO; 1, 25, fracción lX

9 Tipo' Aislada. lnstancia: Segunda Sala. Novena Época. Materia(s): Constitucional,
Penal. Tesis: 2a.XXXV12007 Fuente: Semanario Judicialde la Federación y su Gaceta.
Tomo XXV, Mayo de 2OO7 , página 1 '186. Registro digital: 172433
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la sentencia de fecha
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Tribunal de Justicia Ad
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dentro del expediente PRA-FG t018t2022
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9. F¡RMAS

Así por unanimidad de tres votosl0 lo resolvieron y firmaron los

integrantes del Pleno Especializado en materia de

Responsabilidades Administrativas del Tribunal de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos, Magistrado Presidente

Pro Temporell JoAQUíN RoQUE GoNzÁLEz cEREzo,

Titular de la Quinta Sala Especializada en Responsabilidades

Administrativas y ponente en el presente asunto; IRMA

DEN¡SSE FERNÁruOCZ AGUILAR, SECTEIATíA dC EStUdiO Y

Cuenta habilitada en funciones de Magistrada, ante la excusa

calificada de legal de la Titular de la Primera Sala de

lnstrucción; Magistrada VANESSA GLOR¡A CARMONA

VIVEROS, Titular de la Tercera Sala de lnstruccién; ante

YANETH BASILIO GONZÁLEZ, Secretaria General de

Acuerdos del Pleno Especializado en Materia de

Responsabilidades Administrativas, quien auloriza y da fe.

PLENO ESPECIALIZADO EN MATER¡A DE
RESPONSABILI DADES ADMIN TIVAS DEL

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMIN DEL ESTADO
DE MOREL

RE

MAGI UIN ROQUE G
r¡
NZALEZ CEREZO

TITULAR DE LA QUINTA SALA ES CIALIZADA EN
TRATIVASRESPONSABI LI DADES ADM I

r0 Conforme al artículo 19 párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia
Administrativa del Estado de Morelos.
11 En términos del artículo 234 del Reglamento lnterior del Tribunal de Justicia
Administrativa del Estado de Morelos.
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DE S |..[tLAR

ETARIA D to E HABILITADA EN

FUNCIONES DE RAD DE
ctÓ

PRIME SALA DE

MAGISTRADA VANE G VIVEROS

TITULAR DE LA TE RA D INST CIÓN

ONZÁLEZ

SECR CUERDOS DEL PLENO

ESPE DE RESPONSABILIDADES
MI

YANETH BASILIO GONZALEZ, General de Acuerdos del Pleno
Especializado en Materia de nsabil Administrativas CERTIFICA: la

emitida por el Pleno Especializadopresente hoja de firmas correspond la resol
del Tribunal de Justicia Administrativa

iente n TOCA/PERATJAEM/01 212025,
formado con motivo del REG DEA CION interpuesto por la Directora
General de Quejas, Denu stigacion adscrita a la Unidad de Fiscalización
y Combate a la Corrupció ría de

il vein
loría, en contra de la resolución

de fecha dieciocho de co, dictada en el Procedimiento de
Grave n ú mero TJA/4aSERA/PPRA-

de la Cuarta Sala Especializada en
Justicia Administrativa del Estado de
I día diecisiete de junio de dos mil

Presunta Responsabi va por F

FG101812022, instru do Titu
Responsabilida
Morelos; misma
veintiséis. C

VRPC/plaa
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En términos de lo previsto en los artículos 3 fracciones IX y X  y 6 de la Ley General de Protección de Datos Personales en
Posesión de Sujetos Obligados; 3 fracción XXI, 68 fracción VI, 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la
Información Pública; y 3 fracciones XXV y XXVII, 49 fracción VI, 84, y 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la
Información Pública del Estado de Morelos, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como
reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
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